Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 15 y 07 minutos) 
Damos la bienvenida al señor Ministro del Interior, al Subsecretario y a sus asesores. 
En primer lugar, el señor Senador Michelini realizará un planteo previo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero plantear un asunto que no tiene nada que ver con la convocatoria al 
señor Ministro, por lo que pido disculpas. Me refiero a un proyecto de ley —que está en el orden del día 
a pedido de quien habla- sobre embargos y garantía de los barcos extranjeros, iniciativa que fue 
estudiada en la Cámara de Representantes y votada por unanimidad. Concretamente, me gustaría que 
mañana lo votáramos en Comisión porque su aprobación mejorará la situación de toda una actividad 
que podría estar erosionada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya pedimos disculpas al señor Ministro y a sus asesores porque en el 
transcurso de la sesión se van a retirar de Sala algunos señores Senadores por ser miembros de la 
Comisión de Presupuesto, que sesiona a las 15 y 30 horas. Tengamos en cuenta que esta sesión es de 
carácter extraordinario. La buena voluntad del señor Ministro permitió que se concretara en el día de 
hoy debido a que había interés en sesionar lo antes posible. 


SEÑOR MOREIRA.- Damos la bienvenida al señor Ministro y a su equipo. Hemos trabajado con alguno 
de sus integrantes, durante varios meses, en la Comisión Multipartidaria de Seguridad Pública. 


El motivo de la convocatoria son los últimos hechos desgraciados, de pública notoriedad, en 
los cuales fallecieron tres personas en la ciudad de Montevideo, durante dos rapiñas. A raíz de esos 
sucesos, nos gustaría hablar de la temática general que tiene que ver con la seguridad pública en 
nuestro país. Este es el tema que hoy más preocupa a los uruguayos; antes nos interesaban otras 
cuestiones relacionadas con el trabajo, el bienestar o la prosperidad. En ese sentido, nosotros, como 
parlamentarios, tenemos la función de controlar y de legislar. Hemos tenido una actividad legislativa 
bastante intensa, que esperamos que dé su fruto en materia de minoridad infractora. Las colectividades 
políticas hemos coincidido en que la seguridad debe ser definida como una política de Estado, a fin de 
que no sea rehén de desavenencias políticas pero, de cualquier modo, hay hechos que merecen ser 
considerados y debatidos. El hecho ocurrido la semana pasada generó una reacción muy grande de 
parte de los comerciantes, muchos de los cuales detuvieron sus actividades durante algunas horas en 
todo el país y, especialmente, en Montevideo. Hemos escuchado hablar a los directivos de CAMBADU 
sobre las condiciones en que se encuentran, sobre todo, los pequeños comerciantes que se sienten 
desprotegidos ante la generalización de las rapiñas. 


De la lectura que he hecho de todas las cifras que salen del propio Ministerio del Interior, 
relativas a la ocurrencia de rapiñas a comercios y al porcentaje que ello representa en la totalidad de 
delitos que se cometen, comparto la preocupación existente porque la rapiña es un delito que no para 
de crecer. Puede suceder que el número decaiga en algún mes —como en abril-— pero, en términos 
generales y de acuerdo con las últimas cifras emanadas del Observatorio —más allá de que una 
publicación no coincida con la otra— he podido advertir que en el año 2010 se cometieron 15.094 
rapiñas. Consideramos que esta es una cantidad muy importante, máxime si tomamos en cuenta que 
la distribución es muy asimétrica. Decimos esto porque Montevideo concentra el 84% de las rapiñas, 
Canelones el 12% y el resto del país el 4%. Parecería que hubiera dos países: por un lado, Montevideo 
y el área metropolitana y, por otro, el resto del interior. A propósito de este tema quiero decir que, hace 
aproximadamente quince o veinte días, el señor Ministro concurrió a mi pueblo natal, Nueva Helvecia, 
donde se registraron ocho rapiñas en un mes, cuando a lo largo de su historia creo que tuvo que 
padecer una sola. Este hecho ha provocado una sensación de conmoción y de alarma social tal que, si 
bien no es proporcional a la cantidad, se debe a la falta de costumbre —por suerte— que tiene la 
gente de sufrir este tipo de acciones delictivas. 


Este es un tema que nos preocupa al igual que, a raíz de ello, el hecho de que cada vez más 
se activen los mecanismos de autodefensa porque la gente repele tales acciones. Un comerciante que 
fue objeto de robo en varias oportunidades llega a la conclusión de que, como no lo defienden 


adecuadamente, se tiene que autodefender. También las cifras del Ministerio del Interior muestran que 
han ocurrido fallecimientos, tanto de delincuentes como de comerciantes, como consecuencia de esas 
resistencias. 


La semana pasada el señor Subsecretario de la Cartera realizó declaraciones que, en lo 
personal, no me convencieron. Estoy de acuerdo con que seguramente esta medida no sea buena, 
pero esa exhortación a no utilizar los mecanismos de autodefensa debe ser sustituida por otra que 
apunte a decirle a la gente cuáles son las medidas que se van a tomar para protegerla mejor. Es claro 
que una persona no se autodefiende porque se sienta un héroe legendario, sino porque cree que, a 
veces, es la única forma que tiene de evitar que le roben los pocos pesos —apenas un sueldo— que su 
comercio le genera. Esto se da más en los comercios de barrio pertenecientes a CAMBADU, no así en 
las cadenas de supermercados que tienen un sistema de seguridad mucho más sofisticado. 


Como consecuencia de que se publicitó que habíamos convocado al señor Ministro a la 
Comisión de Constitución y Legislación, días pasados recibimos a una asociación —que se está 
formando— de comerciantes de las proximidades del Shopping de Punta Carretas. Ese grupo de 
personas nos manifestó su preocupación y su absoluta indefensión frente a una delincuencia que cada 
día se hace más audaz y cruel. Con el señor Ministro y asesores hemos hablado sobre el efecto que 
muchas veces surte la adicción a la pasta base en esos comportamientos delictivos y que termina con 
acciones absolutamente irracionales. 


Estaba refrescando los conocimientos leyendo el documento de consenso que firmamos 
cuando hablábamos de que la seguridad interior era un cometido esencial e indelegable del Estado. Allí 
propusimos, de manera programática, lo que se quería hacer como, por ejemplo, dar carácter nacional 
al Regimiento de Guardia Republicana —cosa que se hizo en la última Ley de Presupuesto-, la Policía 
Comunitaria, rediseñar el despliegue territorial, el modelo de gestión y la profesionalización del servicio. 
Todos son objetivos compartibles, pero difíciles de llevar a la práctica. Sabemos de las dificultades que 
hay en ese sentido. Precisamente, quisiera hablar de ese aspecto, porque coincido en ese tema. 


Leí declaraciones efectuadas por el señor Ministro en la Torre Ejecutiva en una sesión o 
seminario hecho el año pasado, donde señalaba que el 90% de la eficacia en la gestión policial 
depende de la prevención y de la disuasión. El asunto está en cómo prevenimos. A eso quiero llegar. 


Nosotros hablábamos del mejoramiento de los salarios policiales —en la última Ley de 
Presupuesto hubo un mejoramiento sensible— de la reducción progresiva del Servicio 222 —creo que se 
redujo un 25% en el Ejercicio 2011- y del aumento del número de efectivos, aspecto que es 
absolutamente esencial. En la última Ley de Presupuesto se crearon 1.600 vacantes para policía 
ejecutiva y otro tanto para guardias penitenciarios. Entonces, con ese aporte, tendría que haber habido 
un cambio. Es cierto que han pasado solo seis meses de vigencia de esa ley, pero quisiera saber en 
qué estamos en ese sentido. El otro día leía con preocupación las versiones taquigráficas de la sesión 
de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes en donde se habló de ese tema, es 
decir, de la creación de algunas vacantes en la Rendición de Cuentas, sobre todo para la Guardia 
Republicana; creo que fueron 129 nuevas vacantes. 


En la Ley de Presupuesto se crearon vacantes para la Guardia Republicana —si no recuerdo 
mal, fueron 160-—, que todavía no se han llenado. Además, existen vacantes anteriores pendientes. De 
acuerdo con lo que leí, creo que las vacantes totalizan 254, 160 nuevas —que no se llenaron— y 94 que 
se fueron generando de las históricas. Entonces, hoy tenemos una Guardia Republicana —según lo 
expresado, creo que por el Director de Secretaría— con 795 efectivos reales —el resto está en Comisión, 
y también hay otros funcionarios de otros lugares trabajando allí- de una dotación de 1.006, y 254 
vacantes a las que se sumarán 129 de esta Rendición de Cuentas. 


Lo que a nosotros nos preocupa es la lentitud del llenado de esas vacantes; ¿por qué no se 
llenan? Nos inquieta dar jurisdicción nacional a una Guardia Republicana que tiene un número de 
efectivos muy reducido. Si no se podía atender Montevideo cuando dependía de la Jefatura de 
Montevideo, ¿cómo podemos pensar ahora en atender todo el país con ese número de efectivos de la 
Guardia Republicana? 


A esto quisiera agregar algo que ha sido propuesto por mi Partido, el Partido Nacional, a 
otros jerarcas ministeriales. Recuerdo que planteamos el pasaje de efectivos de las Fuerzas Armadas a 
la Policía Nacional, como una forma muy rápida de contar con personal joven, adiestrado, con sentido 
de la obediencia, de la verticalidad y del mando, aspecto muy importante que distingue a quienes 
revistan en estos institutos armados con respecto al resto de los funcionarios públicos. De esa manera, 
se podría hacer esa labor disuasiva de prevención y de presencia de patrullaje permanente en el 
menor tiempo posible. Recuerdo que en su momento se nos catalogó de golpistas por haber propuesto 
esto. Sin embargo, según lo han señalado los actuales titulares de la Secretaría, se va a proceder a 
eso. 


Asimismo, he leído declaraciones del propio Ministro, en las que expresó que se estuvo 
trabajando en la elaboración de un decreto que habilitara esa posibilidad desde enero, cuando entró en 
vigencia el Presupuesto. El señor Ministro dijo que recién en junio fue firmado el decreto que habilitaba 
el ingreso de integrantes del Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio del Interior y que mientras 
eso no sucedió, no se pudo avanzar en el ingreso de civiles, teniendo en cuenta que se había 
acordado la posibilidad de habilitar hasta 1.500 integrantes del Ministerio de Defensa Nacional. Cómo 
recordarán, hubo un primer llamado para 590. 


En definitiva, nos preocupa la lentitud de estos procesos, porque hay menos policías en 
Montevideo y en Canelones. Para este último departamento, creo que en el Presupuesto se crearon 
338 vacantes, pero no sé en qué situación se encuentra su llenado. Estamos hablando del área donde 
se genera el 96% de las rapiñas del Uruguay. Insisto, nuestra preocupación radica en los tiempos e 
imagino que debe ser compartida. ¿Qué podemos esperar de esto? Creo que allí radica la 
preocupación de los habitantes de nuestro país, de los comerciantes y de todo el mundo porque no 
vemos a los policías en la calle ni la prevención o la disuasión tan necesarias. 


Por otra parte, quería informarme sobre la Policía Comunitaria y, en particular, consultar al 
señor Ministro si se está trabajando en el rediseño de las Seccionales Policiales y la redistribución de 
funcionarios. Además, quisiera saber qué realidad tenemos con la escasez de efectivos que hay en 
materia de patrullaje. Hemos advertido que las vacantes producidas en la Jefatura de Policía de 
Montevideo son 250; se crearon 300, pero hay 250 vacantes históricas. Además, hay 300 personas 
haciendo el curso en la Escuela Nacional de Policía, lo que daría apenas para llenar las vacantes 
históricas y algunas de las nuevas. Quiere decir que estamos en un proceso de extrema lentitud, que 
no parece responder al estado de situación de la seguridad interior, sobre todo en Montevideo y 
Canelones. Me gustaría saber, entonces, qué idea se tiene en ese sentido. 


Por otra parte, hemos estado analizando lo relativo al Servicio 222. Precisamente, en la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes se habló —esto fue publicado en la prensa— 
sobre episodios de corrupción por horas facturadas y no trabajadas. Incluso, creo que hay una 
denuncia radicada ante la Justicia Especializada en Crimen Organizado. Al respecto, me interesaría 
saber qué visión tienen de la marcha que tendrá todo este proceso de eliminación gradual del Servicio 
222 y si se tradujo en alguna mejoría en la prestación de servicios regulares de la Policía. Todos hemos 
coincidido en que el Servicio 222 es un cáncer para la Policía Nacional, que le impide cumplir con su 
trabajo. Para ordenar el trabajo, en las Comisarías se intenta dar órdenes un poco antes de comenzar, 
pero a veces los funcionarios llegan fuera de hora y distorsionan todo el funcionamiento. En definitiva, 
quisiera saber si se ha notado alguna mejoría por esa reducción del 25% del Servicio 222. 


Asimismo, quería consultar sobre el tema de la vigilancia electrónica, que no comprendo a 
ciencia cierta. En el período pasado se comunicó que mediante una compra directa se había adquirido 
equipamiento electrónico de vigilancia en la República Popular China por un monto de US$ 
12:000.000. Eso fue lo que trascendió y quería confirmarlo. Observé, sobre todo, respuestas del 
Subsecretario ante una pregunta del señor Representante Gloodtdofsky y hay detalles que todavía no 
entiendo. ¿El número 911 es el 911 o los dos emisores son para una Central de Comando Unificado, 
que no sé qué es? En realidad, me gustaría saber si el número 911 funciona o no. Planteo esto porque 
en Una parte de las respuestas del señor Subsecretario parecería que ya estuviera funcionando, pero 
en otra da la impresión de que no. Hay muchas quejas con respecto a la línea 911. Por ejemplo, 
cuando hace poco unos muchachos casi de ahogan, fueron rescatados por la Fuerza Aérea y no sé si 
el teléfono andaba mal y no tenía alcance, o si era la línea 911 la que no funcionaba bien; quizás eran 
las dos cosas. En síntesis, sobre la línea 911 se escucha hablar muchísimo y me parece importante 
conocer la visión del Ministerio; quizás está funcionando mal y se puede mejorar o, por el contrario, 
funciona bien. También quisiera saber qué es la Central de Comando Unificado, cuándo empezaría a 


funcionar y por qué se demoró casi cuatro años —recuerdo que costó mucho dinero— para implementar 
su funcionamiento. 


En la visita del señor Ministro a Nueva Helvecia, me llamó la atención que un grupo de 
policías, en una asamblea pública y a viva voz, manifestara ciertas reivindicaciones. Me pareció 
absolutamente fuera de lugar que eso ocurriera en un instituto policial. 


La semana pasada salió publicado en el diario “El País” que los sindicatos policiales tenían 
infinidad de problemas; incluso, hubo denuncias de corrupción, de rifas, etcétera y quisiera conocer, 
sobre todo, la opinión de los oficiales de policía. Me pregunto si no sienten que esto está afectando la 
operatividad y el mando natural que debe ejercerse desde la oficialidad y en los distintos grados de la 
Policía, y si, como consecuencia de las disputas aparentes entre los sindicatos, no ha habido cierta 
afectación. El diario “El País” también señala que el Director General de Secretaría, doctor Carrera, 
trasmitió a unos policías que debían disminuir las horas sindicales pues se habían pasado de 71 en la 
utilización de horas dedicadas a dichas actividades. Quisiera saber si todo esto no afecta el cometido 
de ese servicio tan esencial, y eso se lo he escuchado decir a otros oficiales. Incluso, en la Mesa 
Interpartidaria de Seguridad varios oficiales de policía retirados hacían alusión a que esto debilitaba la 
eficiencia del servicio y creo que es así. Sin embargo, me gustaría que los oficiales de policía aquí 
presentes dieran su opinión, para saber si esto no se traduce en un problema para el funcionamiento 
policial. Por ahora, dejo formuladas estas preguntas, pero luego de que las respondan, plantearé 
algunas interrogantes más. 


SEÑOR MINISTRO.- Tomé nota de las preguntas y comenzaré por dar una respuesta general -si 
queda algo por contestar, pido que me lo señalen— aunque haré también algunas derivaciones. 


El señor Senador Moreira comenzó hablando del acuerdo multipartidario, que es una de las 
referencias que tenemos. También hicimos una “bajada a tierra” sobre las prioridades dentro del 
acuerdo. El acuerdo apunta a una Policía a veinte años, porque es imposible concretar todo en un 
período de gobierno. Podría decirse que era una hoja de ruta a utilizar en distintos períodos, le tocara a 
quien le tocara gobernar. Se sabe que uno u otro gobierno puede poner su acento propio en algún 
tema, pero manteniendo el rumbo. Podría cambiarse la forma de llevar adelante el rumbo, pero no el 
rumbo en sí mismo por el hecho de que cambie el gobierno. Esa fue la intención. Como es una tarea a 
veinte años, tratamos de abocarnos a lo que corresponde a estos cinco años, sin entrar en 
contradicción con el trabajo a veinte años. La estrategia que dibujamos tiene fundamentalmente cuatro 
puntos: el fortalecimiento del relacionamiento internacional de la Policía, la capacitación y el 
perfeccionamiento de la Institución, la integración del sistema prevento-represivo y la consolidación de 
una legislación eficaz. Esto no quiere decir que se tenga que haber transitado por uno de los puntos 
para comenzar con el otro pues, de alguna manera, se dan de forma simultánea. Lo que se plantea 
ahora tiene que ver principalmente con el segundo y el tercer punto, es decir, con la capacitación y el 
perfeccionamiento de la Institución, así como con la integración del sistema prevento—represivo 
aunque, por supuesto, también se relaciona con los otros dos puntos. 


En lo que tiene que ver con el relacionamiento internacional, en el Presupuesto se aprobó lo 
referido a los oficiales de enlace; tenemos un plazo  -que ya se acerca a su fin— y rápidamente 
habremos de designar a los cinco oficiales para que empiecen a trabajar. De alguna manera, también 
se consolidó otro aspecto relativo a un oficial que, aun estando en nuestro país, pueda coordinar todo 
este trabajo. Es más, ya ha empezado a participar en las reuniones del Mercosur y nos estamos 
apoyando en ese oficial para todos los aspectos relacionados con la reunión de Ministros de Justicia e 
Interior del Mercosur en lo que tiene que ver con la institución policial. 


El señor Senador Moreira hizo alusión a algunos puntos referidos a la capacitación y el 
perfeccionamiento de la institución, por ejemplo, la Guardia Republicana de alcance nacional y la 
Policía Comunitaria, y también mencionó lo que tiene que ver con los ingresos a la Policía. Sin 
embargo, hay otros aspectos relativos a la tecnología, o sea al sistema de comunicaciones, la 
videovigilancia, los escáneres, el armamento, los vehículos y debo destacar que sobre todos ellos se 
ha trabajado. 


La decisión de transformar la Guardia Republicana en un Cuerpo de alcance nacional está 
incluida en el Presupuesto y fue aprobada. Allí hay dos aspectos, uno de los cuales es la decisión 
política para lograr esa transformación y el otro tiene que ver con una cuestión técnica como es la 


relativa a las características que debe tener. Para ello hemos nombrado como Director al Inspector 
Principal Diego Fernández y el dibujo técnico lo ha hecho él junto a su equipo. Él dice que prevé el 
desarrollo de la Guardia Republicana en más de una etapa y el primer paso que se plantea es que 
llegue a tener entre 1.300 y 1.500 efectivos. El otro día también afirmaba en la Comisión respectiva de 
la Cámara de Representantes que, sin contar a los oficiales, la fuerza actual asciende a 1.006 
efectivos, de los cuales hay una cantidad en comisión dentro de la Policía y eso reduce ese número a 
aproximadamente 796, es decir, cerca de 800 efectivos. Asimismo, realizó un primer planteo —que aún 
estamos estudiando, pero todavía no hemos resuelto— para que todos aquellos policías integrantes de 
la Guardia Republicana que estén en comisión dentro de la Policía llenen las vacantes que hay en esos 
lugares; quiere decir que esas vacantes se llenarían con la Guardia Republicana. La idea es que se 
efectivicen los 1.006 funcionarios. Con las vacantes creadas en el Presupuesto y las que surgen de la 
Rendición de Cuentas se supera en algo el piso que el Director mencionó para que la Guardia 
Republicana pueda funcionar: entre 1.300 y 1.500 efectivos. Quiere decir que estamos trabajando en 
ese sentido, pues no solo se realizaron los llamados sino que también hubo una innovación en cuanto 
a cómo realizarlos, ya que se recorren lugares del interior para explicar de qué se trata la iniciativa y se 
convoca a que se anoten. En realidad, los llamados se hacen por concurso, pero como se presentan 
más personas de las que pueden quedar, se hace una selección. Normalmente se hace un llamado a 
nivel nacional y las pruebas se realizan en Montevideo. En este caso no se van a desarrollar de la 
misma manera, porque la prueba se va a realizar en el interior, rotando los departamentos para cubrir 
las vacantes existentes. Entonces, al tener carácter nacional se incorporaron más funciones como, por 
ejemplo, el control del paso de frontera y la contribución en la lucha contra el abigeato que, de alguna 
manera, están encauzados. 


En lo que respecta a la Policía Comunitaria se plantea el crecimiento por etapas. En lo que 
va de este Gobierno nos hemos trasladado a varios departamentos y hemos constatado que, en 
algunos de ellos, se creó la Policía Comunitaria porque no existía, y en otros, se incorporaron más 
policías. Consideramos que ese es un proceso que se debe seguir desarrollando. Es más, estamos 
estudiando hacer una reestructura de la Policía de Montevideo a partir de lo que hay en la actualidad: 
la Jefatura de Policía, tres zonas por debajo de ella que son burocráticas y de control administrativo, 
que no poseen carácter operativo y, por debajo de ellas, 26 Comisarías que tienen carácter operativo. 
Creo que debemos ir a cuatro zonas, una por punto geográfico, que tengan un fuerte carácter 
operativo. Las Comisarías que están por debajo de esa zona deben tener como función fundamental la 
investigación y el desarrollo de la Policía Comunitaria. Esas son las dos funciones esenciales de las 
Comisarías, además del relacionamiento con la gente y los vecinos; vendría a ser algo así como el 
viejo guardiacivil. Sin embargo, para llevar a cabo esa iniciativa tenemos que recurrir a la reestructura, 
tema que ya ha sido bastante discutido y que se pondrá en marcha en estos días. Quiere decir que 
todo esto aumentaría la capacidad de la Policía Comunitaria, porque el carácter operativo de las zonas 
llevaría a que participaran la Dirección de Investigaciones con el respaldo de la Guardia Republicana y 
el Cuerpo de Radio Patrulla, pero con otro alcance. Si bien este proceso está en marcha, necesitamos 
el ingreso de personal. Es obvio que en el tema de la capacitación y del perfeccionamiento de la 
institución está incluido el ingreso de personal, pero en ese sentido tuvimos un problema porque se 
tomó la decisión política de que hasta 1.500 integrantes pertenecientes a las Fuerzas Armadas 
ingresaran al Ministerio del Interior y sabido es que eso no puede hacerse por decreto porque hay 
acuerdos y contradicciones entre dos Ministerios y, además, es necesario asegurar que quien se 
presente ante el Ministerio del Interior y no pase las pruebas correspondientes para ingresar a la 
Policía, pueda volver al de Defensa Nacional. En la actualidad, cualquier integrante de este último 
puede pedir la baja y solicitar el ingreso a la Policía, pero para hacerlo debe tener determinada 
escolaridad, pasar un examen psicotécnico, presentarse a una entrevista y realizar un curso y 
aprobarlo. Lo cierto es que si los aspirantes no aprueban los pasos mencionados, no pueden ingresar 
al Ministerio del Interior y tampoco volver al de Defensa Nacional porque ya pidieron la baja. Surgió la 
idea de permitirles pasar en comisión para que pudieran hacer las pruebas que se les exigen. Si 
aprueban todos los pasos, se produce su baja y alta simultánea; de no ser así, los funcionarios pueden 
volver al Ministerio de Defensa Nacional. Fue sencillo decirlo pero no acordarlo, ya que surgieron otros 
problemas como, por ejemplo, el de la seguridad social. En la actualidad, el sueldo de un soldado raso 
es la mitad del que percibe un policía, pero la seguridad del Ministerio de Defensa Nacional ofrece 
mayores ventajas que la del Ministerio del Interior y eso no se puede resolver administrativamente. Por 
esa razón, el Ministerio de Defensa Nacional planteó perfeccionar el decreto, pero la única vía para 
resolverlo es una ley. Nos pusimos a discutir un proyecto de ley para posibilitar los ingresos a nuestra 
Cartera, pero no sabemos cuándo podrán llevarse a cabo. Todo esto generó una gran discusión que 
condujo a la situación que mencionaba el señor Senador Moreira con respecto a que recién se firmó en 
el mes de junio. En este momento, ya se acordaron las bases y se hizo el llamado para un máximo de 
500 funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional; posteriormente, se realizó otro llamado a civiles 


sobre la base de las vacantes que se habían creado, además de las previstas en el Presupuesto. En 
síntesis, sobre este tema relativo a la carencia de personal, debemos decir que la situación más 
problemática se registraba en Canelones, luego estaba Montevideo y después el resto del país. 


En lo que hace a los vehículos, cambiamos la forma de adquisición: hasta abril de 2010 se 
hacía por compra directa y ahora por licitación. Esto ha generado algunas dificultades en los tiempos; 
al momento se han encargado 210 patrulleros y 60 camionetas porque pensamos que esto puede 
cambiar la situación. Recibimos una donación de China de 500 motos de 250 cilindradas, lo que llevó a 
que los policías que tenían libreta para conducir motos de menor potencia quedaran inhabilitados para 
manejar las nuevas, por lo que se inicia un proceso —que aún no ha terminado— para obtener las que 
corresponden para manipular ese tipo de rodados. Si bien hoy todavía tenemos algunas de esas 500 
motos paradas, la mejora en el patrullaje ya está en marcha. 


Sobre la pregunta formulada por el señor Senador Moreira respecto al Servicio 911, al Centro 
de Comando Unificado y a la videovigilancia, quiero aclarar que son cosas diferentes. El equipamiento 
existente para el Servicio 911 es de la década del sesenta y, por lo tanto, presenta enormes problemas. 
Está totalmente permeado, a la comunicación de la Policía acceden los periodistas y, por ende, 
también pueden hacerlo los delincuentes que tengan cierto nivel económico —no mucho- para adquirir 
los materiales necesarios con esos fines. 


En una misma zona hay equipos de patrullaje con distinta frecuencia, pero el Servicio 911 no 
se puede comunicar con los cinco equipos, sino con uno o con dos, por lo que si se produce cualquier 
problema, como un robo en una esquina, y el grupo que está más cerca no está en la frecuencia que 
trasmite dicho Servicio 911, no puede asistirlo y en ese caso lo hará el que está más lejos. 


Se compró el equipamiento y se han instalado las antenas para poner en marcha un sistema 
de comunicación mucho más moderno, pero aún faltan los accesorios. Insisto en que lo central ya está, 
por lo que en poco tiempo va a estar en funcionamiento y permitirá entablar una comunicación mucho 
más fluida y encriptarla solo para quienes la usan, evitando así que se filtre información hacia afuera. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace unos días leí atentamente la versión taquigráfica, pero no alcanzo a 
entender algunos aspectos. El Servicio 911 no tiene absolutamente nada que ver con la vigilancia 
mediante cámaras. Además, se está incorporando un nuevo sistema de comunicación para los móviles 
de la Policía, que quizás esté relacionado en parte con el Servicio 911. Sin embargo, no entiendo de 
qué se trata la tan difundida compra que se hizo a China. 


SEÑOR MINISTRO.- El sistema de compras tiene que ver con las comunicaciones y con el Servicio 
911. Se compró a China un sistema de videovigilancia que hoy está funcionando y veremos qué 
sucede. No se compró el sistema que permite tener la capacidad de respuesta mediante la misma 
modalidad, pero podemos responder por otro sistema de comunicación, aunque repito que la 
capacidad de observación no acompaña la de respuesta en el sistema. 


Esto funciona en el Centro de Comando Unificado; quizás, en algún momento este también se 
incorpore al Servicio 911, porque tiene distintos tipos de comunicaciones y no porque uno de ellos sirva 
para todo. 


Con respecto a la videovigilancia, sería bueno que un día pudiéramos instalar una terminal 
mediante la que se pudieran ver imágenes en los patrulleros —como tienen varios países—, pero no la 
tenemos y requiere hacer una inversión mayor. Sin embargo, queremos tener capacidad de respuesta 
rápida. Hoy funciona y se preguntarán para qué sirve. Se trata de que si sucede algo y es grabado, sea 
de utilidad para el Juez, aunque no lo será para la prevención. 


Pensamos que el desarrollo del proceso a implementar y la ampliación del servicio redundarán 
en un beneficio. El doctor me acota que los señores Senadores están invitados a ver cómo funciona el 
Centro de Comando Unificado; será mucho más fácil de entender que simplemente escuchar la 
explicación sobre de qué se trata. Se va a integrar el Servicio 911 y se va a ampliar la capacidad de ver 
y de trasmitir, pero todo esto demanda tecnología; si bien hemos avanzado en su adquisición, todavía 
no hemos culminado. Eso sí va a cambiar el funcionamiento. Se trata, pues, de cosas distintas. Días 
pasados se planteaba la misma situación en la Cámara de Diputados. Se confundía el Servicio 911 con 


lo que se trajo de China, pero esto último no se compró para ese Servicio. A partir de lo que estamos 
diciendo, resulta obvio que tenemos limitaciones. 


Ahora bien, entendemos que la Policía está funcionando muy bien en lo que tiene que ver 
con dos aspectos. Uno de ellos es la investigación que se realiza sobre lo que ya pasó, cuando se 
detiene a quien cometió delito y se lo presenta ante el Juez. Reitero que eso está funcionando bien. 
Pero no ocurre lo mismo con la prevención y, justamente, para ello necesitamos concretar lo que 
estamos planteando. 


Hasta ahora nos referimos a lo que necesita la Policía, pero debemos señalar que nosotros 
nos encontramos con una Policía que tiene otros problemas. El tema es delicado: he dicho cosas que 
después aparecen publicadas y que interactúan, pero no siempre de la mejor manera. Eso no importa y 
voy a repetir lo que he expresado. El Servicio 222 dificultaba mucho el accionar de la Policía. ¿Por 
qué? Porque en el mejor de los casos tenemos dos tipos de trabajo: por un lado, el formal —es decir el 
de las 8 horas que cumple un policía— y, por otro, el de otras posibles 8 horas, que pueden ser 8, 6 0 4. 
Desde el primer momento comentamos esta situación, que inclusive se trató en la Comisión 
Multipartidaria, aunque allí el tema no se manejó adecuadamente. Creo que los que conocían sobre 
esto deberían haber realizado aportes para que se lograra un funcionamiento correcto del Servicio 222 
y, a partir de esto, hacer algunos cambios porque, aun siendo correcto, no sirve para el desarrollo de la 
labor policial; está viciado. 


A propósito de este tema he formulado alguna expresión que luego se ha repetido siempre 
del mismo modo, pero yo no la dije en ese sentido. En efecto, expresé que se facturan horas que no se 
hacen. Ahora bien, no dije cuáles son las que no se trabajan: pueden ser las del Servicio 222 o las del 
servicio ordinario. Me referí a casos en que las horas en el Servicio 222 se realizan al mismo tiempo 
que en el servicio ordinario, y se cobra por las dos. En ese caso no se cumplió el servicio ordinario. 
Por ejemplo, varias veces comenté el caso —aun cuando tenemos otros— del Comcar, en que se 
designaron 10 policías para apoyar el trabajo de los presos en un taller, pero fueron solo 3. Los otros 7 
hicieron el Servicio 222 y cobraron por este Servicio y por el ordinario. Mientras tanto, los presos que 
fueron a trabajar recibieron apoyo de 3 policías de guardia y no de 10. Esto involucra al que presta el 
servicio y al que lo controla y, por lo tanto, genera un problema de funcionamiento. El señor Director 
puede confirmar que hay policías que terminan su trabajo a las 14 horas en la cárcel de Santiago 
Vázquez y a esa misma hora figuran cumpliendo tareas en Carrasco. No es posible, pero así se 
desprende de las planillas. Si no se supera ese tema de funcionamiento, vamos a tener problemas 
mayores. En el Presupuesto establecimos la disminución de 50 horas, que fue compensada con un 
aumento de salarios superior a ese número de horas. Además, el 222 se pagaba $ 53 la hora y a partir 
de esa instancia aumentan a $ 60 unas horas y a $ 90 otras. Es decir que se cobra más por 150 horas 
a $ 90 que por 200 a $ 60. Nos decían que se había bajado el salario —pero eso no es real- y por ese 
motivo hacían movilizaciones y paros. Hasta el momento en que se tomaron estas decisiones, los 
policías que habían entrado antes del 2005 eran los únicos que podían hacer 200 horas, los demás 
solo podían cubrir 150 horas, llama la atención que ahora que todos pueden hacer 150 horas, se 
presentan menos policías para cubrir las horas del 222. Además, si se bajó el salario, se tiene la 
posibilidad de hacer el 222 para compensar, sin embargo no se hace. Faltan policías para el 222. ¿Qué 
pasaba antes? ¿Se estaban haciendo esas horas o no? Sucedía lo que señalé anteriormente: había 
horas que se cobraban y que no habían sido trabajadas. Hay otra posibilidad que también significa un 
problema de funcionamiento: quizás no hacen el 222 pero sí el 223 que implica cobrar en negro y ahí el 
contratado tiene la posibilidad de decidir adónde va. Nuestra interpretación es que anotarse para el 222 
es voluntario, pero luego tiene que hacer las horas que se le indiquen porque pueden estar 
comprometidas por el Estado. Acá hay un problema y dentro de veinte años la policía debe tenerlo 
solucionado. Varias veces hemos dicho que, por ahora, la forma complementaria del Servicio 222 es la 
contratación de eventuales, que son los civiles que puede contratar una institución o una empresa del 
Estado. Después del Presupuesto las Intendencias podrán contratar civiles que la Policía entrena, 
arma y uniforma. Mientras están contratados pueden cumplir la función o revistar en la Policía, la cual 
puede optar por poner un funcionario de perfil adecuado para la tarea indicada. El Banco de la 
República, por ejemplo, contrató a cien personas que se están entrenando porque esta tarea requiere 
capacitación; aspira a tener otras cien y, además, hay instituciones del Estado que quieren hacer lo 
mismo. Esto, evidentemente, libera la responsabilidad de los policías en cuanto a este tema y será una 
ayuda. Ya se ha realizado la contratación, pero todavía no se produjo la primera guardia del servicio 
eventual. 


Omití decir que, en lo que refiere a la vigilancia electrónica a costo del Estado, se están 
instalando cámaras en Montevideo, en Maldonado y algunas en Colonia. 


En acuerdo con las Intendencias, y de estas con empresarios, se ha abierto la posibilidad de 
que los empresarios instalen cámaras, o compren las que instala el Ministerio del Interior, para que 
sean monitoreadas desde el Centro de Comando Unificado. Está previsto también que, además de las 
que ya se compraron para Colonia, se aumente la cantidad en este departamento y, por iniciativa 
privada, se haga lo propio en Rivera y en Salto. Sobre el tema hemos conversado con otros 
Intendentes que tienen la intención de llevar a cabo este proceso, pero aún no lo han iniciado. 
Asimismo, cabe señalar que las cámaras han sido instaladas en cárceles para que, desde el Centro de 
Comando Unificado, se pueda controlar. 


Con respecto al accidente ocurrido en Río Negro, quiero aclarar que el problema no se dio 
con el 911, sino con los celulares; solo uno estaba en condiciones de lograr comunicación. Es más, un 
elemento surgido de la información periodística muestra que fue efectivo rápidamente. Un policía se 
comunicó, llegó al lugar y pudo pasar porque las aguas le permitieron el paso, pero después que 
crecieron le impidieron salir. La demora que se produjo se relacionó con el hecho de contar con todo el 
equipo técnico adecuado. Los helicópteros tuvieron que ir desde Montevideo porque el que se 
encontraba en Durazno no tenía guinche de rescate. Ahora bien, más allá de las horas del día en que 
este procedimiento se podía llevar a cabo, quiero decir que la comunicación se recibió por un solo 
celular porque los demás no funcionaban. 


Otra de las preguntas refiere a las rifas y a la corrupción en los sindicatos Esto es peor 
porque hay corrupción también en las Comisiones de colaboración; algunas de las cuales funcionan 
muy bien y otras muy mal; incluso, algunas utilizan el bono no solo para financiamiento personal, sino 
compulsivo, usan el uniforme y manejan los problemas de seguridad que se pueden tener. Esto 
representa una amenaza y lo mismo sucede con algún sindicato. Por esa razón, suspendimos la venta 
de todos los bonos. En este momento estamos estudiando la elaboración de un decreto de 
reglamentación sobre este tema, para que se defina cuáles serán las Comisiones autorizadas y cuáles 
no. 


Antes de ceder la palabra a los asesores, quiero aludir a un tema que dejé para el final, para 
destacarlo. El problema de crecimiento de la rapiña data de muchísimos años pero durante el primer 
año de nuestra gestión, en 2010, y sin mejora presupuestal tuvimos que asumir un aumento de este 
delito del 22% al 23%, respecto al 2009. A propósito de ello, estamos tratando de disminuir el 
crecimiento e inclinar la curva; alcanzar la meseta y disminuir las rapiñas con relación al año anterior. 
Ese es nuestro objetivo, y todo lo que dijimos sobre las carencias gira en función de él. ¿Qué hemos 
hecho al respecto? Nos hemos planteado, fundamentalmente, lo que la prensa llama “megaoperativos” 

—nosotros no los denominamos de esa manera— que tienen como fin tratar de evitar un proceso 
incipiente de feudalización con el liderazgo del narcotraficante. Eso tiene dos mensajes; uno está 
dirigido a los propios delincuentes, que no tendrán impunidad —hasta ahora roban con muchísima 
impunidad-— luego de haber cometido ilícitos. Al respecto, el sociólogo Donángelo —que nos acompaña 
en el día de hoy-— realizó estudios en algunas seccionales. Por ejemplo, en la zona correspondiente a 
la Seccional 16* la forma en que más se roba es a pie, por lo que se diferencia de otras zonas. Lo 
cierto es que roban, salen corriendo y a las dos cuadras aproximadamente se meten en un campo 
hasta llegar a un asentamiento. Una vez en ese lugar, esperan olímpicamente porque entienden que 
allí no se los puede ir a buscar. Quiero decir que se irá en su búsqueda al lugar que sea. El otro 
mensaje consiste en aclararle a la gente que vive en los asentamientos —la mayoría son trabajadores— 
que estamos cerca de ella y con ella, por cuanto queremos el liderazgo positivo de organizaciones 
sociales, es decir, de personas que tengan una visión positiva de las cosas. Sabemos que necesitan de 
nuestro apoyo porque, de otra manera, no podrían trabajar. 


Por otra parte, se busca que los niños y jóvenes que miraban como héroes a quienes 
apedreaban a un patrullero que entraba en esos lugares, entiendan que eso no se va a permitir y que 
el que lo haga marchará preso, es decir, que no contará con la impunidad que tenía. Se trata de evitar 
que esos niños y jóvenes ingresen al mundo de la criminalidad organizada y común. Esto irá 
acompañado de acciones de control en la vía pública y de la aplicación de tecnología, así como de 
medidas preventivas específicas y represivas, procurando que disminuyan los hurtos y las rapiñas. A su 
vez, también debe tenerse en cuenta lo que mencioné anteriormente en cuanto a que contaremos con 
más vehículos, más tecnología y nuevos procedimientos para aumentar la seguridad del transporte. 
Cabe recordar que en los lugares donde se hacen megaoperativos se apedrean vehículos de 


transporte colectivo y luego sus protagonistas, armados, realizan las rapiñas. Esto no sucede 
necesariamente en los ómnibus, sino también en otros ámbitos. Para eso es necesario aumentar la 
capacidad operativa de la Policía a través de la práctica de tiro directo, uso de polígonos virtuales, 
colección y registro de información, evaluación psicológica, control de la salud cardiovascular y 
entrenamiento físico. Estamos trabajando en ello y pensamos que tendrá sus efectos. De todas 
maneras, necesitamos adquirir lo mencionado y que ingrese personal. 


Solicito al Director General de Secretaría, Charles Carrera, que profundice específicamente 
en la evolución de las vacantes y en cómo se ha planteado llenarlas, y al señor Inspector que aborde lo 
relativo a los aspectos técnicos. 


SEÑOR CARRERA.- Actualmente hay llamados en curso y un número importante de futuros policías 
que se están capacitando en la Escuela Nacional de Policía. Como dije, hay llamados en curso para 
Montevideo y unos 300 futuros policías capacitándose. En la Guardia Republicana hay 
aproximadamente 100 personas, en Bomberos hay otro tanto y lo mismo en Canelones. De acuerdo 
con nuestra planificación, tenemos la intención de llegar a diciembre con todas las vacantes cubiertas. 
Asimismo, en el llamado a militares —cuyas inscripciones empezaron en el día de hoy- tuvimos 
algunas dificultades porque no podíamos hacer un llamado específico para militares sin la autorización 
del Poder Ejecutivo. Como participan los Ministerios de Economía y Finanzas, Defensa Nacional e 
Interior, nos tuvimos que poner de acuerdo porque son diferentes en cuanto a la legislación y a la 
Seguridad Social. Esas fueron las dificultades y el motivo principal de la demora que ahora estamos 
tratando de solucionar. 


También tenemos, por ejemplo, el llamado para cubrir el escalafón penitenciario creado en la 
Ley de Presupuesto para INR, a partir de la definición de la multipartidaria. En la zona metropolitana 
actualmente tenemos unos 500 operadores penitenciarios que ya tomaron posesión de su cargo y 
están formándose. Como saben los señores Senadores, se trata de procedimientos establecidos 
legalmente y hay que cumplir con ellos. Por otro lado, está el llamado de 110 nuevos operadores 
penitenciarios para Maldonado, que tendrán como destino la cárcel de Las Rosas, y 110 para Rivera, 
cuyo lanzamiento para la inscripción correspondiente se realizó en el día de hoy. Eso es lo que puedo 
decir con respecto a los llamados. 


Particularmente en lo que tiene que ver con la Guardia Republicana, de acuerdo con la 
planificación del Director de dicho sector, nuestra intención es llegar a fin de año con 1.050 hombres y 
a 1.200 el año que viene, con las vacantes que creamos en la Ley de Rendición de Cuentas. La idea 
es terminar este quinquenio con 1.500 hombres, ya que el Director dice que con esa cantidad tiene 
capacidad nacional. Hay que tener en cuenta siempre que la mayor problemática delictual —como dijo 
el señor Senador Moreira- está en Montevideo y Canelones, y es donde estamos teniendo las 
principales operaciones. No debemos olvidar que cuando discutimos el tema de la Guardia 
Republicana en la Comisión multipartidaria planteábamos que los grupos especiales —-que existen en 
cada uno de los departamentos con diferente denominación— técnicamente dependen de la Guardia 
Republicana y operativamente del Jefe de Policía. Eso le da un alcance y una proyección muy 
interesante a la Guardia Republicana. Lo que nos plantea el Director actual, con toda razón, es que 
1.500 hombres le dan la posibilidad de tener un mayor despliegue y cumplir con los objetivos 
establecidos en el decreto —no recuerdo su número-— que saliera publicado en el mes de enero de este 
año. Esa es la información que puedo brindar sobre los llamados. 


En cuanto a la reducción del Servicio 222 tenemos un equipo de trabajo permanente en la 
Secretaría del Ministerio del Interior, formado por diferentes jerarcas. Allí se hace un seguimiento y 
reuniones con los organismos públicos, a los efectos de lograr una reducción programada del Servicio 
222. Para que los señores Senadores tengan una idea, a nivel nacional en enero de 2010 se 
registraron 1:445.737 horas por el Servicio 222, mientras que enero de 2011 hubo 1.193. La 
problemática fuerte con ese Servicio está en Montevideo, ya que allí se realiza el 70%; una gran parte 
en la Jefatura de Montevideo y el resto en el Instituto Nacional de Rehabilitación, en la Dirección 
Nacional de Inteligencia y en la Dirección Nacional de Policía Técnica. En enero de 2010 fueron 
877.000 horas y en abril de 2011, con la reducción, 723.000. Los funcionarios que superaban las 150 
horas fueron 2.687. 


Este año dimos la orden de centralizar el Servicio 222 —es decir que no pueda haber 
diferentes unidades que realicen el Servicio 222— para evitar la problemática que señalaba el señor 


Ministro. A modo de ejemplo, puedo decir que había funcionarios que realizaban el Servicio 222 por 
Cárceles, pero igual se inscribían para cubrirlo por la Jefatura de Policía de Montevideo. Hoy, con la 
centralización —que recién pudimos lograr en el mes de junio- tomamos algunas medidas como el 
dictado de una nueva reglamentación que establece que ingresar al Servicio 222 es voluntario, aunque 
luego se transforme en obligatorio, y que es la Oficina 222 quien decide dónde el policía va a realizar 
ese Servicio. Nosotros habíamos establecido que ciertos servicios son de seguridad pública y que se 
debían seguir cubriendo. A partir de esa resolución que se dictó a finales de mayo de este año 
logramos cubrir todos los servicios de seguridad pública, como son las instituciones de intermediación 
financiera, los centros educativos y los espectáculos deportivos y culturales. También pusimos especial 
énfasis en las grandes superficies comerciales. Actualmente, se estableció un sistema mediante el cual 
al policía que realiza más de 150 horas no se le abona la diferencia. Este mes constatamos que 600 
policías hicieron más de 150 horas y estamos investigando por qué se dio esa situación. Eso se puede 
haber producido por actos indebidos o por el hecho de que un policía no puede abandonar el servicio, 
entonces, puede llegar a hacer 160 o 170 horas, pero solo se le abonan 150. Consideramos que 
todavía no se han visto los beneficios de la reducción del Servicio 222 -realizar 150 horas extras de 
trabajo es muy problemático-, pero creemos que se verán a partir del año que viene, en que habrá un 
tope de 120 horas. A través de los controles que hemos establecido con los relojes biométricos que se 
están instalando en todas las unidades policiales con más de siete funcionarios, podemos cruzar 
información y analizar la efectividad del cumplimiento horario. El próximo año, cuando se fijen las 120 
horas, vamos a establecer que no se puedan realizar más de seis horas de Servicio 222, para irlo 
disminuyendo gradualmente. 


En el proceso de adquisición de tecnología vamos bien encaminados e iniciamos los 
procedimientos en el correr de este año. Vamos a comprar 210 patrulleros —el procedimiento fue visado 
y está en el Tribunal de Cuentas- por lo que podemos pensar que contaremos con los vehículos a 
finales de este año. También vamos a adquirir otra tecnología que será muy beneficiosa. Me refiero al 
sistema de comunicación segura TETRA, mediante la cual vamos a poder trabajar por estándares o 
zonas, cubriendo toda la zona metropolitana de Montevideo y Canelones. 


SEÑOR GUARTECHE.- Quería decir que, en realidad, el Centro de Comando Unificado son siete 
proyectos diferentes y es bueno que se pueda conocer cuáles son porque en la mayoría ya se está en 
el 100% de cumplimiento. Lo que se debe anexar es la red TETRA de comunicaciones porque venimos 
arrastrando una realidad desde hace muchísimos años. En este momento, las comunicaciones en la 
Jefatura de Policía de Montevideo están funcionando en cinco frecuencias diferentes, no coordinadas 
entre sí, lo que produce un desgaste, un mal funcionamiento y una mala respuesta porque, 
precisamente, en el área de la prevención y la disuasión es donde tenemos las mayores dificultades. 
Esta tecnología, que funciona en el Centro de Comando Unificado, permitiría saber la posición por GPS 
de cada uno de los vehículos policiales que están en el área, sin importar a qué unidad policial 
pertenezcan. De esa manera, la Jefatura de Policía tendría zonas donde funcionarían distintos planos 
operativos, coordinados por el Centro de Comando Unificado, en una misma área geográfica. Por lo 
tanto, los niveles de respuesta, ahorro y control serían mucho mayores. 


Otro lugar a visitar es la Jefatura de Policía de Montevideo, que es un edificio hecho para 
otra época, en el que, por ejemplo, falta un lugar para la Dirección de Investigaciones, aunque esta no 
debería estar allí. Pensamos que con las zonas podríamos descentralizar esta Dirección y llevarla a los 
diferentes barrios para que hubiera un conocimiento mucho más preciso, por parte de los policías, de la 
delincuencia que opera en esos lugares. De esa forma, se podría dar una respuesta mucho mejor, más 
efectiva y eficiente a los ciudadanos. 


El señor Ministro hablaba de las zonas que, en este momento, son meramente administrativas 
y de control; nosotros queremos que sean realmente operativas y que bajo un mismo comando 
funcionen las áreas de seguridad y de investigaciones, a fin de dar una respuesta mejor. Asimismo, 
queremos anexar algunos servicios como el de Policía Técnica que, en la actualidad, por cuestiones de 
volumen, solamente atiende la mayoría de los eventos que tienen importancia —o sea, los grandes 
hurtos, las grandes rapiñas y los grandes hechos delictivos— pero para el ciudadano común al que le 
roban su casa no hay servicio porque no es posible llevarlo a cabo. Queremos preparar personal y 
dotarlo de una capacidad mínima para que se haga un análisis de la escena del hecho que nos permita 
identificar a muchísimos delincuentes, especialmente con el acceso a nueva tecnología como la que 
tenemos ahora. Me refiero al sistema AFIS, que en segundos permite saber quién es el autor de un 
delito si su huella está dentro del sistema; si no lo está, como este sistema también funciona para 
Identificación Civil, podríamos identificar a alguna persona que aún no ha cometido delitos. 


En cada una de estas zonas también funcionaría una Unidad Especializada de Violencia 
Doméstica —que es otro gran déficit- de manera de acercar o facilitar ese servicio a aquellas personas 
que presentan denuncias de este tenor. 


Para nosotros el aspecto referido a las zonas es básico, pero más que todo lo que hemos 
mencionado hasta ahora lo es el personal policial y con esto aprovecho a contestar otra pregunta que 
se formuló. El líder más importante que tenemos para presentar a la comunidad es el policía en la 
calle, porque lo que él hace o deja de hacer representa a toda la Institución; todos los demás que 
estamos en la cadena de mando servimos a ese individuo, dándole la disciplina, los medios, las 
capacidades y el entrenamiento para que pueda ejercer su función de la mejor forma. Los Jefes de 
Policía, los Directores Nacionales, el señor Subdirector -que me acompaña— y quien habla no le 
cedemos la derecha a nadie en cuanto a pedir a las autoridades políticas del Ministerio del Interior por 
las necesidades de los policías. La creación del sindicato fue una decisión política y la acatamos, pero 
no le cedemos la derecha a nadie. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quisiera referirme a un aspecto mencionado en la exposición del señor 
Senador Moreira porque, como muy bien decía él, las rapiñas están dirigidas fundamentalmente a 
pequeños comerciantes y la mayoría de los pequeños comercios son atendidos por sus propios 
dueños. Eso impacta más porque no actúa de la misma manera un empleado —que puede tener una 
actitud más pasiva porque lo que están robando no es suyo-— que el dueño del emprendimiento, ya que 
probablemente ese comercio sea su sustento diario y, por lo tanto, se conducirá de una manera un 
poco más irracional. Esto provoca indignación, pero algunos sobreviven y otros no. En general, 
nuestros datos muestran que si comparamos el número de comerciantes fallecidos con el de 
delincuentes que resultan muertos, vemos que la cifra es mayor en el caso de los comerciantes. Por 
otra parte, cuando analizamos en qué situaciones mueren los delincuentes, vemos que en algunos 
casos eso se debió a que utilizaron armas de juguete y no pudieron defenderse, a que el arma estaba 
descargada o no funcionaba, o a que en el local comercial había presencia de personal policial vestido 
de civil. Asimismo, hay que tener en cuenta que, en la medida en que no se ha tenido un claro 
conocimiento de lo que es la defensa propia, algunos comerciantes han sido procesados por homicidio. 
Por eso nuestro llamado a la reflexión apunta a que no se haga justicia por mano propia, sino que, 
como hemos dicho en algún momento, se deposite más confianza en la Policía. Creo que, de acuerdo 
con las exposiciones vertidas, hay un paquete de medidas que, al funcionar articuladamente y en 
buena forma, van a permitir dar una mejor respuesta, tanto en el área de la prevención como en la del 
combate al crimen. Aquí se ha hablado del 911 y del Centro de Comando Unificado; estos, junto con el 
sistema de comunicaciones, apuntan a tener un solo centro para recibir las denuncias. Asimismo, hay 
que tener en cuenta que con la videovigilancia se puede lograr una actitud de carácter preventivo, ya 
que el operador policial va a poder ver los hechos que están sucediendo en determinada zona, que le 
llamen la atención y puedan constituir el preámbulo de un delito; de esa forma, se logrará una 
respuesta más adecuada, en función de las buenas comunicaciones con móviles georreferenciados. 
Podremos responder a cada situación exactamente con lo que se necesita y, además, estaremos 
poniendo en funcionamiento un elemento disuasivo para la delincuencia. 


En consecuencia, hay que tener presente lo que tiene que ver con la Policía Comunitaria, el 
desarrollo de la Guardia Republicana, las competencias que tiene hoy en día el crimen organizado, el 
tema de las zonas, el Sistema AFIS y, sobre todo, un aspecto que no tomamos mucho en cuenta, que 
es el del control penitenciario a través de uno de los programas que maneja el Centro de Comando 
Unificado y que nos permite establecer un control mucho más exacto de lo que está pasando a nivel de 
las cárceles. En ese sentido, quiero destacar que no solamente lo que se hace en el área de la 
prevención de la violencia en el deporte, sino también cómo se actúa frente a algunos delitos 
concretos, constituyen elementos importantes a la hora de tomar decisiones por parte de la Justicia. 


En cuanto a lo que hemos dicho sobre aconsejar a los comerciantes que no se defiendan, 
debo decir que eso no apunta a incentivar o envalentonar a los delincuentes, sino a proteger a los 
comerciantes. Estamos absolutamente convencidos de que están en inferioridad de condiciones y los 
hechos así lo demuestran. Nuestro consejo es que se sea racional. En la medida en que el proyecto 
del Ministerio del Interior para mejorar las condiciones de seguridad vaya funcionando, en nuestra 
opinión se va a producir una desaceleración de los hechos delictivos y posteriormente, su disminución. 


SEÑOR PERDOMO.- Con respecto al tema de la Policía Comunitaria, que no es nuevo en nuestro 
país, ya que las primeras organizaciones de esta naturaleza datan de 1995, hemos visto que tenían un 
formato muy heterogéneo en cada una de las Jefaturas de Policía a nivel nacional. En ese sentido, en 
la Escuela Nacional de Policía se ha conformado un grupo de trabajo a los efectos de definir tres o 
cuatro aspectos que son sustantivos para reorganizar e implementar la Policía Comunitaria a nivel 
nacional. 


El primer aspecto a definir es el modelo de Policía Comunitaria que queremos para el 
Uruguay. En este tema están trabajando policías que han recogido experiencias en otros países que 
tienen este modelo y ha sido exitoso; tal es el caso de los modelos israelí, inglés, español y brasileño. 


Nuestro segundo objetivo es generar instancias de capacitación —estas van a comenzar en el 
mes de setiembre-— orientadas específicamente a los Directores de las Escuelas Departamentales de 
Policía de todas las Jefaturas del país, así como a quienes estén al frente de este tipo de 
organizaciones. Las experiencias anteriores no siempre han sido exitosas a la crítica de la propia 
Policía; si el modelo no es comprendido por todos —desde el Jefe de Policía hasta la gente— no podrá 
prosperar en el tiempo. De allí que se hayan generado instancias de capacitación a nivel de la Escuela 
Policial de Estudios Superiores en los distintos cursos de pasaje de grado con respecto al uso de este 
modelo. 


En cuanto al proyecto de Evaluación, Diagnóstico y Reinstrucción, va a comenzar a 
implementarse en la Jefatura de Policía de Montevideo a partir del año 2012. En realidad, la 
reinstrucción es un debe en la Policía por distintas razones: la carga horaria, el Servicio 222 y porque el 
grueso del efectivo, que es el personal de base, es decir, Agentes de Primera y de Segunda, realizan la 
mayor parte de su trayectoria en la Policía y llegan a jubilarse teniendo casi como único ámbito de 
capacitación el que hicieron al ingresar a nivel de su formación en la Escuela Nacional de Policía. 
Queremos revertir esta situación a partir del año 2012 con la implementación de un programa que va a 
tener componentes vinculados a la salud en general, la salud cardiovascular, la educación física y el 
relevamiento de situaciones sociales y económicas del policía, para saber qué es lo que está pasando 
en nuestro personal de base. También queremos brindar algunos talleres u orientaciones de distintas 
aplicaciones personales, familiares y profesionales. Abordaremos el tema de la droga, los hábitos 
alimentarios saludables, la reinstrucción profesional —con un fuerte componente de naturaleza práctica 
en lo que tiene que ver con allanamientos, detenciones, mediación y tiro, con el uso de polígonos 
virtuales recientemente incorporados— y las actividades de educación física. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha atención las distintas intervenciones y en especial la 
del señor Ministro. Seguimos teniendo las inquietudes que planteamos, sobre todo en lo que hace a la 
presencia policial, porque percibimos una dilación en los tiempos. Entendemos perfectamente que se 
piense en hacer reestructuras y en recapacitar a los policías; nos parece esencial ya que muchos de 
ellos usan el arma una sola vez en su vida y después no tienen ni idea de cómo usarla bien. Esta 
situación es conocida por todos y es necesario que primero sean calificados. También nos preocupa el 
hecho de que terminamos abatiendo las exigencias de ingreso a la Policía porque la gente no quería 
ingresar y bajamos el requisito de tener aprobado el Ciclo Básico de Enseñanza Secundaria, a tener 
Primaria completa. Lo entiendo perfectamente porque no hay otro remedio; de la misma forma, parece 
que tampoco lo hay en el caso de transferir efectivos de las Fuerzas Armadas a la Policía para cumplir 
una tarea que la gente hoy reclama a viva voz. No hace falta ser un observador muy atento de la 
realidad para saber que la gente realmente quiere más presencia policial en la calle. Quienes estamos 
en la oposición -que también somos uruguayos, nos interesa el tema y sufrimos por la inseguridad 
como el resto de los compatriotas— pensamos que quizás se dejó correr demasiado respecto a estos 
temas. Aclaro que no solo adjudico la responsabilidad al Gobierno del Frente Amplio, pero lo cierto es 
que en la Administración anterior de esta fuerza política se mostró una gran timidez a la hora de 
encarar la situación. Recuerdo que antes era un pecado mortal y un atentado contra las libertades 
públicas hablar del pasaje de funcionarios de las Fuerzas Armadas a la Policía, pero ahora, 
afortunadamente, vemos que con el sentido de pragmatismo que las circunstancias reclaman, se 
entendió que había que hacerlo. Por nuestra parte, estamos reclamando que se haga con la máxima 
velocidad posible. Nos cuesta entender que se demore seis meses para dictar un decreto, cuando 
algunas veces se nos pide urgencia para aprobar un instrumento legislativo. Entonces, lo menos que 
podemos reclamar al Poder Ejecutivo es que no se tome seis o siete meses para dictar un decreto. 


Algo similar sucede con la guardia en las puertas de las cárceles, sistema que no voté 
porque no me convence. Fue aprobado, pero todavía no está funcionando porque parece que ahora el 


problema son los escáneres, aunque seguramente la razón es que las Fuerzas Armadas no tienen 
muchas ganas de ir a hacer ese trabajo porque no les gusta. Lo cierto es que eso está trancado. 


Debo agregar que la semana pasada visité el ex Comcar y no me convenció lo que vi porque 
a pesar de que hay un módulo nuevo, hay otro que está absolutamente destruido y desocupado. 
Actualmente, existe el mismo hacinamiento que antes —hay más de tres mil reclusos— y todo el mundo 
puede verlo. Reitero que nos preocupa la urgencia de los tiempos. 


Entiendo lo que se dijo aquí respecto al Servicio 222, pero me parece que si no se recorta no 
habrá forma de recalificar a los funcionarios, ya que trabajan 16 horas por día. ¿Cuándo van a ir al 
polígono? ¿Los domingos? Creo que eso es prácticamente imposible. Considero que regularizar esa 
situación es una urgencia absoluta. Ponemos énfasis en el apremio de las circunstancias actuales 
porque las cifras nos siguen alertando. 


También entiendo lo que expresa el señor Subsecretario, pero es muy difícil comunicarlo a un 
individuo, sobre todo cuando se advierte que hasta la Jurisprudencia ha cambiado en cuanto a la 
consideración judicial de la legítima defensa. Seguramente, antes se habría procesado a muchas de 
las personas que en estos tiempos han matado delincuentes. Ahora eso no pasa porque los Jueces 
ponen énfasis en el espíritu que predomina en estos casos, que es la autodefensa. Estamos hablando 
de personas que lo hacen porque creen que, de otra forma, los delincuentes volverían a robarles todos 
los días. Es una reacción natural porque, además, cuando los delincuentes entran a robar, aunque no 
haya resistencia, terminan matando a las personas. Se ha generado una conducta de violencia 
extrema, sobre todo como consecuencia del consumo de pasta base y esa actitud irracional provoca 
mecanismos naturales de legítima defensa. En ese sentido, el señor Senador Gallinal ha presentado 
un proyecto de ley por el que se amplía o se hace más abarcativa la eximente de responsabilidad en el 
caso de legítima defensa. Lo cierto es que la situación actual hace que se recurra a estos métodos. 


Me parece que lo dicho por el señor Ministro no fue feliz y que sí lo hubiera sido que dijera 
que nos va a proteger más. Como se decía, el cometido esencial, indelegable, del Estado es proteger a 
la sociedad para que no tenga que recurrir a esos mecanismos. Por mi parte, entiendo que los 
pequeños comerciantes estén en un estado mental especial porque defienden lo suyo, trabajan 14 
horas diarias y todavía los roban cada dos o tres días. Esa es la preocupación que todos compartimos 
y que también comprende al guardia de seguridad que mataron recientemente y que estaba “en negro”. 


Todo lo relativo a la seguridad privada es un tema aparte porque hay que analizar la 
regulación de la infinidad de empresas que se dedican a ese rubro y que emplean a 15.000 o 16.000 
personas. Es una policía paralela a la que se agregan los Servicios “223” que se ofrecen para limpiar 
los barrios de delincuentes, asunto sobre el que nos han llegado algunas denuncias. Son cosas que 
pasan y muestran un estado de situación que nos preocupa. Recuerdo que en el período pasado el ex 
Subsecretario del Ministerio del Interior, Inspector Bernal, me planteaba su preocupación por la 
cantidad de mujeres —por suerte la señora Senadora Moreira ya se retiró- que ingresaban a la Jefatura 
de Policía de Montevideo; se habla de casi un cincuenta por ciento. Si bien las mujeres demuestran 
sobradas condiciones para algunas funciones policiales, no la tienen para todas por razones biológicas 
y físicas. 


El otro día, cuando el señor Ministro asistió a Nueva Helvecia señalaba que en ese lugar hay 
26 efectivos, de los cuales 13 son mujeres. Esa proporción no parece ser adecuada, sobre todo para 
las tareas ejecutivas a realizar. Hay una serie de problemas que están afectando seriamente el estado 
de la seguridad. Por supuesto que este no es el Uruguay de hace treinta años; es mucho peor, con 
desestructuración familiar, marginalidad y droga, especialmente pasta base, que marcó un antes y un 
después sobre todo en los comportamientos delictivos asociados con la rapiña, en la que se mata por 
matar. 


Esa es la razón de nuestra convocatoria y no la de hacer una crítica por el simple hecho de 
realizarla. Entiendo al Inspector Guarteche, pero me preocupa el tema. No estoy en contra de los 
sindicatos policiales, pero hay hechos en ese ámbito que no se pueden permitir. Por ejemplo, el paro 
de actividades no existe en ninguna Policía del mundo. El debilitamiento de la verticalidad a veces 
resiente el servicio. Esto es lo que he escuchado decir a todos los Oficiales de la Policía con los que en 
algunas oportunidades he conversado, sobre todo en la Comisión Interpartidaria. Nuestra función y 


obligación, como parlamentarios, es aportar —no criticar porque sí- y controlar, tanto desde la oposición 
como desde el Gobierno. Entiendo que todos compartimos la preocupación. 


El urgir cosas parece formar parte de nuestra obligación. A veces nos preocupa la lentitud en 
la toma de algunas decisiones, la demora en el llenado de vacantes porque el tiempo transcurre, y en 
el funcionamiento del sistema de vigilancia ya que la compra que se hizo sirve por sí sola para aportar 
pruebas a los Jueces sobre algún delito aunque no para lograr una conexión tal, que permita tener una 
respuesta inmediata por parte del servicio policial. 


Seguramente, con mucho gusto concurriremos con mis colegas a ver cómo funciona el 
proceso porque será muy interesante. Simplemente, quería plantear nuestra preocupación porque 
vemos que, por ejemplo, en lo que hace a la ocurrencia de rapiñas la cifra sigue creciendo 
inexorablemente. Del estudio hecho por el Observatorio de la Delincuencia, he constatado que en 1990 
se hablaba de 2.500 rapiñas, mientras que cuatro años después esa cifra se incrementa a 4.000 y 
luego a 6.000 hasta situarse hoy en 15.000 y que algunas, incluso, todavía no fueron denunciadas. 


Creo que todos tenemos la sincera intención de escuchar y también de criticar cuando 
pensamos que hay que hacerlo. Repito que esa es nuestra preocupación porque el país está 
conmocionado por lo que está sucediendo, por ejemplo, por hechos poco comunes como los de la otra 
semana, que fueron terribles ya que hubo tres asesinatos en un solo día. 


¡Ojalá que la situación mejore! 
SEÑOR SUBSECRETARIO..- Me voy a referir al planteo del señor Senador Moreira. 


Estuve revisando algunas declaraciones que hice a la prensa el 4 de octubre de 2010, en las 
que expresaba que si seguíamos en la situación en que los comerciantes se iban a armar para 
defenderse de los delincuentes, inexorablemente íbamos a ir a una escalada de violencia. En menos 
de un año vemos que esta apreciación es cierta y que no estábamos equivocados. En ese entonces 
también decíamos que se debía dar un voto de confianza a la Policía porque, como ya dijimos, 
estábamos convencidos de que con buenas herramientas, tecnología y capacitación íbamos a ser 
mucho más eficientes en el combate al delito. Ahora bien, ninguna de las medidas da buenos 
resultados en forma aislada, sino que funcionan si pueden ser articuladas. Inclusive, todas necesitan 
un tiempo de implementación. En lo que respecta a la tecnología, hay que buscar cuál es la mejor y 
llevar adelante los procesos licitatorios y los sistemas de compras correspondientes. 


Por otra parte, para tener mayor cantidad de personal policial se debe pasar por las etapas de 
selección y capacitación. En la Escuela Nacional de Policía se demora seis meses para capacitar a un 
funcionario de manera que pueda desempeñar su actividad como Agente de Segunda. 


Insisto en que tenemos que ser cautos porque, a veces, con nuestras declaraciones 
podemos fomentar la autodefensa de las personas y, en lugar de amparar a los ciudadanos, los 
desprotegemos. Por supuesto que no debemos eludir la responsabilidad que asumimos en el 
desempeño de nuestro cargo, sino todo lo contrario, por lo que hemos hecho un acuerdo con los 
distintos Partidos, ya que el tema de la seguridad ciudadana es un problema de todos los uruguayos y 
no solo de quienes integran el Gobierno. No dudamos para nada de la intención de las inquietudes que 
aquí se han expresado, pero no podemos basarnos en alguna manifestación hecha en forma aislada, 
sino que todos debemos hacer algo para que los ciudadanos se sientan más seguros. El tema no pasa 
por fomentar la inseguridad, pues en cierta forma eso provoca que cada uno busque defenderse como 
pueda y a veces eso no es lo más indicado. 


SEÑOR MINISTRO..- Haré dos o tres precisiones. 


No se redujeron los criterios de ingreso a la Policía, pero sí se aplicó una rebaja de los 
requisitos respecto de de las Fuerzas Armadas porque, de no hacerlo, no se incorporaba personal. La 
intención política de que gente de las Fuerzas Armadas ingresara al Ministerio del Interior implicó 
reducir el nivel de escolaridad requerido —es decir, tener aprobado tercer año de liceo- y, entonces, se 
puso como requisito haber terminado la escuela. Pero como ese personal no puede ascender en la 


Policía, para hacerlo debe terminar tercer año de liceo cursando los programas que facilitan seguir el 
estudio. Actualmente, en la Policía hay gente que está terminando el liceo a partir de esos programas. 


Por otro lado, y también con relación a las Fuerzas Armadas, la Ley de Emergencia 
Carcelaria habilitó la guardia perimetral, que se está instrumentando, pero no se implementó el control 
de puertas. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso es lo que expresé. 
SEÑOR MINISTRO..- Sí, señor Senador, pero dijo que no se instrumentó porque no se quiere. 


SEÑOR MOREIRA.- Se trata de dos leyes distintas: la de Emergencia Carcelaria que crea 1.500 
vacantes, aprobada el año pasado y la que establece el control de puertas que, si mal no recuerdo, fue 
aprobada en el mes de diciembre. No se reglamentó la norma relativa al control de acceso a las 
cárceles y no ingreso a la zona perimetral. 


SEÑOR MINISTRO.- Entendí que usted dijo que “eso era así porque no quieren hacerlo”. Más allá de 
si se quiere hacer o no, se plantea contar con los elementos técnicos para hacerlo. Entendemos que 
esos elementos técnicos deben existir y que también forman parte del proceso de adquisición. Estamos 
en el proceso de compra de cuatro tipos de escáneres, tres de los cuales serán destinados a todas las 
cárceles. Como en los aeropuertos, se precisa el escáner de bulto o paleta y el de arco, pero para el 
Penal de Libertad y el ex Comcar estamos comprando tres escáneres mucho más potentes. Al pararse 
frente a ellos, detectan armas, drogas y productos químicos, es decir, muestran todo. Con esos 
escáneres se tiene que hacer el control externo; ya existió alguno en el Comcar y lo rompieron, pero no 
los reclusos. Quien se haga cargo de ese tipo de escáneres debe estar ajeno a la cárcel, pero sí debe 
estar para que realmente se cumpla el trabajo. 


Por otro lado, se habló del Comcar que es prácticamente una ruina en lo que refiere a 
algunos de sus módulos, como sucede con el 3 y el 4. No hay que olvidar que es una cárcel construida 
con bloques comunes, por lo tanto, con un cortauñas se agujerea y así lo hicieron. En el módulo 3 se 
comunican de celda a celda y hacia el exterior; lo mismo sucede con el módulo 4 y dos más. Esto está 
previsto, hay que llevar adelante un proceso por el cual hay que vaciar un módulo por vez, y así se hizo 
con el módulo 3. El problema que se presenta es que la empresa que lo va a reparar tiene problemas 
con los presos de los otros módulos que entran y salen. Entonces, para arreglarlo hay que construir un 
perímetro propio al módulo, una salida independiente y recién después empezar los trabajos. 
Entonces, la empresa está haciendo el plan de reparación —no sobre lo que necesita técnicamente— en 
un ambiente hostil; esa es la demora que tenemos. 


Cuando se repare el módulo 3 habrá que hacer lo mismo, llevar a las personas del módulo 4 
al 3, para dejarlo vacío y así sucesivamente con todos los módulos. Esto no se puede hacer de un día 
para el otro, estamos hablando de un proceso bastante complicado. 


Con relación a las manifestaciones brindadas por el Relator de la OEA quiero aclarar que 
comienza su informe haciendo referencia a los puntos positivos: la voluntad, el esfuerzo, el cierre de 
Las Latas, ASSE encargándose de la salud, la voluntad de los funcionarios del sistema de cárceles y 
la experiencia muy positiva de Punta de Rieles. Señala, en total, siete elementos positivos e indica 
como negativos el hacinamiento que produce problemas en la salud —fundamentalmente en el 
Comcar-— y la necesidad de cerrar estos módulos a los que hice referencia. Después critica lo que 
alaba: dice que es bueno que ASSE se haya incorporado, pero que es necesario que lo haga 
incluyendo más penales y no exclusivamente el Comcar. Es así que se está extendiendo hacia otras 
instituciones carcelarias como, por ejemplo, Punta de Rieles y Libertad, donde se está encarando un 
rápido proceso. 


Asimismo, señala como crítica que hay poco trabajo, un uso demasiado extendido de la 
prisión preventiva y el no uso de penas alternativas. Es decir que critica cosas que tienen que ver con 
el conjunto de sistemas y no necesariamente con el Ministerio del Interior. No es nuestra intención 
criticar algo que nos es ajeno; por el contrario, diría que no nos es ajeno y coincidimos con lo que allí 
se establece. Es más, cuando el señor Ban Ki-moon visitó nuestro país, tuvimos oportunidad de 
comunicarle que íbamos a invitar al sucesor de Nowak, en el entendido de que ya habían transcurrido 


más de dos años del informe de Nowak. Si bien la realidad que él pintaba era tan mala que no podía 
cambiar de un día para el otro, se suponía que a dos años de dicho informe tendría que haberse 
iniciado un proceso que mostrara mejoras; de no ser así, era una clara señal de que las cosas andaban 
muy mal. De todas formas, sabíamos que cuando viniera, nos iba a seguir señalando cosas que 
estaban mal porque nos encontramos a medio camino. Así, pues, si bien se ha previsto que el sucesor 
de Nowak venga después de marzo del próximo año, cuando vino el Relator encontró lo que dijimos: 
avances y cosas que todavía siguen estando mal. 


Por último, voy a aludir a un tema a modo de valoración. Finalizado el mes de junio del año 
pasado, las rapiñas habían registrado un aumento del 25% y, finalizado junio del presente, aumentaron 
un 7.6%. Recuérdese que uno de nuestros objetivos era quebrar o enderezar la curva. 


En 2009, la cifra de homicidios fue de 226; en 2005, fue de 205 y en lo que va del año 
descendió en forma importante respecto al 2010. Aquí hay una contradicción porque, la cifra 
descendió, pero ello no quita que haya aumentado la violencia que se ejerce al momento de concretar 
las rapiñas. La violencia que por este concepto se ejerce es mucho mayor que la que se ejerció el año 
pasado pero, paradojalmente —no tengo la cifra exacta, quizá la tenga el sociólogo— el número de 
rapiñas descendió en seis meses. 


SEÑOR PASQUET.- Compartiendo esa preocupación que señalaba el señor Senador Moreira ante el 
fenómeno de la delincuencia y el crecimiento, fundamentalmente, del número de rapiñas —que es la 
modalidad delictiva que causa más impacto en la población— uno se pregunta por qué está ocurriendo 
esto, cuando tenemos indicadores socioeconómicos que, notoriamente, han ido mejorando. En función 
de que el desempleo ha caído y que el ingreso de las familias creció —y esto entre una serie de datos 
que, en otro contexto, uno maneja sin ser especialista en el tema ni nada por el estilo, sino a fuerza de 
sentido común, como causa que estaría determinando la caída de la delincuencia— uno adjudica este 
problema a otra cosa, por ejemplo, a la pasta base. Uno supone que es así. En este sentido, me 
gustaría saber si hay alguna cifra o alguna forma de cuantificar esto que parece ser de sentido común, 
pero no sé hasta qué punto lo es. 


Hace algún tiempo, el señor Ministro adjudicó estas cosas al consumismo y al afán de tener 
lo que otros tienen. De pronto, el tema no pasa por no tener algo para comer sino por no tener para 
comprar el par de championes, etcétera. Supongo que esto también debe pesar, aunque no sé hasta 
qué punto y en qué medida. 


Otro factor que, a mi juicio, está incidiendo es lo que tantas veces se ha dicho, es decir que 
el porcentaje de reincidencia es muy alto. La gente pasa por los establecimientos carcelarios donde 
hacen un posgrado en delito y salen con más habilidades, más conocimiento y contacto con el mundo 
criminal, lo que, de pronto, facilita que a la salida vuelvan a cometer algún delito. No sé si pesan los 
contagios internacionales. Cada vez que se comete un delito especialmente complicado, se dice: 
“Podrían ser bandas argentinas que estén operando en nuestro país”. ¿Acaso esto puede estar 
pesando? 


En fin, me gustaría saber cómo ven ustedes esta situación o cual sería la característica de 
esta ola delictiva que nos preocupa a todos y que va a contramano con lo que es la evolución 
económica y social del país en otros campos. Desde el Ministerio del Interior, ¿qué características tiene 
este fenómeno que nos causa a todos tanta preocupación? 


SEÑOR MINISTRO..- Esto entra dentro de lo que uno puede valorar, pero en realidad no lo tenemos 
claramente medido desde el punto de vista colectivo. Puedo adelantar lo que me parece. Creo que las 
condiciones sociales y económicas que llevan a determinado comportamiento, una vez corregidas, no 
van de la mano con la corrección inmediata del comportamiento. 


En lo que tiene que ver con el crecimiento de los hurtos y las rapiñas, es decir, de la 
delincuencia, ya fue previsto por el BID en 1995, al sostener que si Uruguay seguía teniendo esas 
características sociales y económicas, aumentarían los delitos. Y eso sucedió, aumentaron 


Luego vino la crisis de 2002, que produjo otro impulso y, además, se introdujo el consumo de 
pasta base con lo cual se agravó la situación. Entre 2002 y 2003 llegamos a tener un 20% de 


desempleo, cayó el salario y aumentó la marginación. 


Posteriormente todo eso empezó a corregirse. Si una persona pierde el trabajo y luego de 
seis meses vuelve a trabajar, mantiene los hábitos de trabajo; del mismo modo, si lo encuentra más 
tarde, recupera esos hábitos. Sin perjuicio de ello, está quien lo pierde porque no trabaja más o porque 
hace changas, las que en determinado momento están asociadas no solo al desempleo sino también a 
la informalidad. Precisamente, cuando estaba en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social repetía — 
luego que me enmendaron la plana en la OIT— que la informalidad es aquella actividad que no está 
regulada; pero la actividad que está regulada y no cumple con la regulación es ilegal, no informal. 


Entonces, quien cae en el trabajo ilegal, luego sigue en una pendiente de esas 
características; y quien roba para vivir y luego consigue trabajo, mantiene esas costumbres y hábitos; 
mantiene determinadas cosas. 


Hoy no tenemos la cifra de desempleo que teníamos, así como tampoco la de pobreza, 
indigencia y nivel de salario. Además, faltan trabajadores para determinado tipo de trabajo. Pero la 
cultura que se generó en determinado momento no se recupera rápidamente, y se mantiene durante un 
tiempo la nueva cultura o subcultura adquirida. 


Entonces, uno se pregunta: ¿y mientras tanto? La respuesta usual es que mientras tanto, la 
tarea es del Ministerio del Interior; sin embargo salir en términos totales de esta situación no es tarea 
del Ministerio del Interior, sino del conjunto de la sociedad. No digo que sea solo del Gobierno, sino del 
Gobierno, los partidos políticos, las organizaciones sociales que ayudan a construir una cultura 
diferente. Y eso es lo que no tenemos hoy. Con “cultura” no me refiero a la educación formal, sino a la 
interrelación entre la educación formal y los hábitos y costumbres que se adquieren en la vida 
cotidiana. Cuando esta es claramente de trabajo, de cooperación entre trabajadores y vecinos, surgen 
otros valores. Cuando llegan a la casa con un celular nuevo y los chiquilines lo ven, no les importa si lo 
compró o lo robó; es más, en ese tipo de cultura, si lo robó es un mérito. Entonces, cuando estos 
hechos se desarrollan por años, años y años, después es difícil revertirlos. Además, el que corre la 
Policía a pedradas es considerado un héroe por los chiquilines de 10, 11 o 12 años, y luego ellos 
tienden a reconstruir el comportamiento que admiraron de muchachos algo mayores. Ese es el proceso 
que hemos vivido y no se cambia de un día para otro. Nosotros podemos actuar como Ministerio del 
Interior, tratar de prevenir, disuadir, reprimir y castigar el delito junto con el sistema prevento-represivo, 
pero no vamos a cambiar los hábitos porque la Policía sea más efectiva; podemos cambiar los hábitos 
con un desarrollo de otro tipo de sociedad. 


Además, en este marco —pido disculpas por hacer referencias que quizás sean partidarias— 


no comparto el cartel “Montevideo, capital de la rapiña”, porque tiende a profundizar este proceso y no 
ayuda a mejorarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Es así la realidad. 


SEÑOR MINISTRO.- Proclamar la realidad negativa no sirve como ayuda para corregirla; lo que sí 
ayuda es la propuesta de modificaciones. Aclaro que no me refiero solo a los aspectos represivos —que 
hay que llevar a cabo— sino a todo un intercambio con la sociedad que tiene que ver con mostrar un 
camino diferente, que no aparece en los medios de prensa. El Inspector Guarteche siempre dice, y 
tiene razón —incluso, en otra época lo leí en textos de Erich Fromm- que hay gente que se siente más 
realizada cuando se ve reflejada en los medios de prensa. En estos casos, el delincuente se siente 
realizado por aparecer en un video robando una farmacia y lo que para nosotros es negativo, en su 
medio es positivo para él; lo puede mostrar y decir que fue el autor de ese hecho. Es como un 
desarrollo de su ego y tiende a reconstruir el comportamiento. Esto no es lo que tenemos que hacer 
desde nuestra Cartera —estoy dando una respuesta en otro orden— pero lo valoramos como la 
dificultad que debemos superar para cumplir con nuestros cometidos como Ministerio del Interior. De 
otra manera, iremos por un camino bien difícil. Estos son los elementos que tenemos presentes. 


Con respecto a los homicidios, puedo decir que de acuerdo con nuestro datos, en el primer 
semestre del 2009 se cometieron 190; en el 2010, 163 y, en el 2011, 127. Los homicidios consumados 
efectivamente en el año 2009 fueron 121, en el 2010, 105, y en el 2011, 85. Quiere decir que se 
consumaron 20 homicidios menos. 


SEÑOR MOREIRA.- Van 85 homicidios. 


SEÑOR MINISTRO.- A junio de 2011, iban 85 homicidios. Todo está medido a esa fecha, es decir que 
son datos del primer semestre. Reitero que se consideraron 163 el año pasado y 127 ahora. Esa es la 
cifra. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esos datos pertenecen solo a los robos o incluye también la violencia 
doméstica? 


SEÑOR MINISTRO..- Incluye todos los homicidios cometidos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Me pareció muy importante la participación del señor Senador Pasquet. 
En realidad, aquí no debe haber una sola causa; el incremento de los hechos delictivos debe ser 
multicausal. Pero me gustaría compartir algunas cifras que hace algunos meses manejaba la Junta 
Nacional de Drogas sobre los delitos recién cometidos. Concretamente, el 24% de los delitos eran 
cometidos bajo efecto de la droga o para consumir drogas. Creo que esto hace referencia al 
incremento al que aludía el señor Ministro; es un agregado que se le viene a hacer a los problemas de 
fondo. El 26% de los delitos eran cometidos bajo efecto del alcohol y el 50% restante eran cometidos 
por delincuentes que no habían consumido drogas o alcohol. Ahora bien, la diferencia está dada por el 
hecho de que los delitos cometidos bajo los efectos de drogas o para consumir drogas, que 
representaban el 24%, eran rapiñas, hurtos y otros hechos violentos; los delitos cometidos bajo efectos 
del alcohol, que eran el 26% del total, también eran hechos violentos, pero estaban vinculados más a la 
violencia doméstica, a los accidentes de tránsito y a las riñas callejeras; y el otro 50% era variado. 


Me interesaba aportar estas cifras porque me parece que a veces es importante dimensionar 
bien el problema. Evidentemente, si hacemos un mal diagnóstico, le vamos a errar a la solución. 


Otro dato importante que se había obtenido en ese momento era que el 60% del total de 
personas detenidas que consumían drogas había comenzado a consumirlas en la cárcel. 


Insisto en que conceptualizar estos problemas es muy importante para buscar una solución 
adecuada. Uno de los temas que nos preocupó el año pasado —incluso lo tratamos en una reunión con 
todos los Jefes y Subjefes de Policía y Directores Generales— fue tratar de conceptualizar el tema de la 
violencia y la delincuencia, no desde el punto de vista de la Policía, sino de la academia, porque 
partíamos de la base de que no hay sociedad que no tenga alguna expresión de violencia y alguna 
manifestación de delincuencia. Obviamente, no son la misma cosa y no siempre la violencia trae 
aparejada delincuencia. En este sentido, este año encaramos un trabajo que tiene que ver con estos 
aspectos culturales que mencionaba el señor Ministro Bonomi, vinculados a los jóvenes que están en 
situación de calle. Nos interesaba conocer cómo viven su situación de calle, qué explicación le dan a 
su forma de vida y cómo sobreviven en la calle. Esto es bien importante, porque hay una cuestión 
cultural que maneja valores que no son los mismos que los uruguayos estamos acostumbrados a 
manejar desde el trabajo, el hogar o el concepto tradicional de familia. Aquí ha habido un proceso de 
desestructuración social muy importante, que fomentó un terreno fértil para el advenimiento de la 
droga, sobre todo de la pasta base. Por eso, en este momento estamos encarando este trabajo que 
tiene que ver con lo que planteaba el señor Senador Pasquet, es decir, con las causas de la 
delincuencia. Creo que en nuestra sociedad hay una gran cantidad de conocimientos, ya sea desde el 
punto de vista de la academia o de la Policía, que nos van a permitir, de a poco, ir trabajando mejor 
estos conceptos. 


Hay dos aspectos que nos parecen importantes y que surgieron de este primer taller que se 
realizó con Jefes, Subjefes y Directores Generales de Policía; me refiero a los conceptos de 
inseguridad subjetiva e inseguridad objetiva. La inseguridad objetiva se puede medir en términos de 
delitos. Por ejemplo, podemos decir que hay una tendencia a la desaceleración de las rapiñas o que 
hay una disminución de los homicidios en el país. Ahora bien, ¿esto trae aparejada una sensación de 
mayor seguridad? No necesariamente. A veces, algunos fenómenos o algunos hechos que podemos 
generar, en vez de mejorar la sensación de seguridad, la empeoran. Por lo tanto, creo que la única 
manera de ser eficientes en esto es hacer un buen diagnóstico de lo que está pasando en nuestra 
sociedad. Por eso la intervención del señor Senador Pasquet me pareció interesante, estamos 


trabajando en estos temas y cuando tengamos algún resultado no tendremos ningún inconveniente en 
hacérselo saber, porque entiendo que nos va a servir a todos. 


Vuelvo a insistir en que la sensación de mayor seguridad de la ciudadanía no 
necesariamente pasa por la disminución en el número de delitos. Podemos tener una disminución en 
dicha tendencia —-como está sucediendo ahora— pero la sensación de inseguridad es creciente. Quizá 
tenga que ver con la forma en que se han manifestado los delitos últimamente, ya que el índice de 
violencia es cada vez mayor. Eso sí va acompañado de una mayor sensación de inseguridad. En 
resumen, se puede dar una disminución de los delitos, pero si estos son más violentos se genera más 
inseguridad entre la población. 


Como decíamos antes, mucho tenemos para aportar a fin de mejorar la sensación de 
inseguridad que tiene la gente. Diríamos que sentirse seguros es casi un derecho básico, porque la 
inseguridad trae aparejados otros problemas y enfermedades de carácter social e individual; la gente 
no puede vivir escondida. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GUARTECHE.- En el mismo sentido de las afirmaciones que realizaban el señor Senador 
Pasquet y el señor Subsecretario, estamos empeñados en conocer la realidad, porque es sobre ella 
que debemos trabajar. El señor Ministro del Interior nos ha dado la directiva de buscar formas para 
facilitar la manera en que los ciudadanos denuncien los hechos, de tal forma que esa cifra negra —que 
siempre se dice que existe- de ciudadanos que no denuncian, se reduzca. Lo cierto es que no 
interesa que suban los números, pero sí queremos conocer la realidad porque, de ser así, la podremos 
georreferenciar, estudiar y contraatacar de manera diferente. 


Voy a realizar algún aporte con respecto a los temas de violencia y homicidios que el señor 
Ministro mencionó. Se está consolidando una forma muy particular de dirimir diferencias entre 
delincuentes: tenemos un aumento considerable de personas que son heridas con armas de fuego, 
casi siempre de la cintura hacia abajo. Podemos aportar cifras a ese respecto: en el año 2008, hubo 
232 heridos; en 2009, hubo 248, y en el año 2010, hubo 395. ¿Qué creemos acerca de esto? Que la 
efectividad en aclarar los homicidios hace que los delincuentes organizados especialmente hayan 
derivado hacia esta forma de dirimir diferencias —los famosos ajustes de cuentas— con el objetivo de 
aterrorizar a la víctima para que no hable, de aterrorizar al entorno y que la Policía no tenga capacidad 
para resolver estos casos. Podemos afirmar que el muerto habla, es decir que cuando existe un 
homicidio hay más posibilidades de aclararlo que cuando sucede otro tipo de hechos. 


Hay otro aspecto que tiene que ver con la realidad. Durante diez años fui titular de la 
Dirección de Represión del Tráfico llícito de Drogas y el promedio de denuncias era de 33.000 por año; 
mejor dicho, había 33.000 llamados por año, de los cuales 3.000 eran denuncias y los otros 30.000 
eran insultos de jóvenes alumnos liceales que reconocíamos por la voz. El tema y el futuro de esta 
realidad son muy preocupantes. Quizás tendrán que quitar de la versión taquigráfica las palabras que 
voy a mencionar, pero debo decir que por eso se están realizando los operativos de saturación. Si el 
señor Ministro me permite, voy a explicar nuevamente este aspecto. El propósito que tenemos en los 
operativos de saturación es neutralizar el liderazgo negativo, que constituye un marco de seguridad y 
potencia otras manifestaciones delictivas a partir del liderazgo que se traduce en el narcotráfico. Eso es 
lo que está cambiando la realidad de los asentamientos en ese proceso incipiente de feudalización que 
mencionaba el señor Ministro del Interior. ¿Qué significa esto? Que en una determinada área 
geográfica no es el Estado el que manda sino el señor feudal, quien pone reglas diferentes a las reglas 
de convivencia que tiene la sociedad. Con esas acciones queremos crear un ambiente hostil e inseguro 
al narcotraficante. De alguna manera sabemos ahora que los narcotraficantes han emigrado y no están 
en sus lugares de residencia habitual, como tampoco tienen sus espacios de acopio de droga en los 
mismos sitios. No obstante, sí están aprovechando el hecho de que no podemos hacer allanamientos 
nocturnos, por lo que a la noche venden drogas en ciertos lugares y luego se retiran. 


El otro aspecto que queremos concretar con este tipo de operaciones es el de la 
recuperación de espacios públicos para la gente, ya que hay algunos que se han perdido totalmente 
para los ciudadanos y están ocupados por consumidores y vendedores de drogas. De alguna manera, 
estamos tratando de abrir la puerta para que aterricen allí todos los servicios del Estado que han 
estado ausentes durante muchos años. Sabemos que la mayoría de las personas que habitan en esos 


lugares son trabajadores que sufren la hostilidad permanente de los delincuentes que viven allí, a 
través de amenazas, de rapiñas y arrebatos constantes. Creemos que el Estado puede ayudar a que el 
liderazgo positivo que haya en esas zonas se pueda fortalecer, crecer y sirva para establecer redes 
sociales mucho más fuertes que las que tenemos ahora. Pero lo más importante de todo es que todas 
esas redes sociales que se establezcan nuevamente en esos lugares en virtud de los esfuerzos del 
Estado permitan actividades en todos los órdenes, que impidan que los jóvenes y los niños ingresen al 
mundo del delito. Si eso no sucede, de este tema vamos a estar hablando continuamente. De todo lo 
que hemos hablado aquí, quizás esto sea lo más importante; me refiero a que haya un esfuerzo real en 
esos lugares, con la participación de todos los que tienen que ver con el problema, ya sea con la 
coordinación del Ministerio del Interior o sin ella. Este último punto no es el más importante, el tema es 
que exista una barrera que impida que los jóvenes y los niños lleguen a convertirse en delincuentes. 
Hace poco se hizo una encuesta en la que se preguntaba a los menores qué querían ser cuando 
llegaran a adultos. La respuesta que más se repitió fue que querían ser narcotraficantes. Eso es muy 
preocupante, ya que es al narcotraficante a quien ven como modelo. 


SEÑOR PASQUET.- Me gustaría saber si ese dato surgió de una encuesta realizada por el Ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- En realidad se hicieron varias encuestas, algunas de hogares y otras de 
estudiantes de enseñanza media. De ahí surgió esa información. 


SEÑOR GUARTECHE.- Entonces, como decía, los esfuerzos que se están haciendo tienen como 
misión específica tratar de eliminar esa realidad que nos está golpeando y que nos asegura problemas 
por muchos años más, si no la revertimos rápidamente. Seguramente al final de esta historia vamos a 
encontrar que la herramienta de socialización más importante es la trasmisión de valores de padres a 
hijos. Creo que finalmente vamos a llegar a la conclusión de que debemos regresar todos al modelo de 
familia tradicional, tratando de fortalecerla. Lo que pueden hacer los padres no puede hacerlo nadie 
más y, sin embargo, en los países más avanzados esa trasmisión de valores los jóvenes la están 
recibiendo de la televisión, de internet y de los juegos de vídeo. Hay países en los que los padres 
hablan con sus hijos 7 minutos por semana y las madres 47. Si esto se acentúa vamos a tener todavía 
problemas de seguridad mayores que los que enfrentamos hoy en día. 


Por consiguiente, esto que a veces ha sido tan criticado, como son nuestros procedimientos 
en los asentamientos, en realidad, tiene un fin mucho más loable de lo que se piensa y ese es el tema 
del que estoy hablando ahora. Quizás se considere utópico, pero de alguna manera debemos empezar 
a transitar ese camino, ya que no existe otro. Esos lugares tienen un nivel de crecimiento mucho mayor 
que el resto de la población del país, pues las mujeres parece que fueran más fértiles o quizás —tal 
como señalan algunas personas—, como viven en un contexto tan crítico o amenazante, el cuerpo 
responde tratando de mantener la raza, la existencia. Esto es lo que sucede en esos lugares, aunque 
desconozco los motivos. Entonces, crecen muchos niños en contextos críticos y si no tratamos de 
vencerlo como Estado y sociedad, seguramente tendremos que enfrentar problemas más grandes. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero hacer un par de preguntas referidas a los temas que ya hemos tratado y 
principalmente me gustaría profundizar aquellos que han sido enfocados por el señor Ministro de cierta 
manera. 


Cuando el señor Ministro del Interior asumió la Cartera hizo un fuerte alegato en cuanto a la 
importancia que tenía desarrollar con mayor efectividad los servicios de inteligencia dentro del 
Ministerio, en particular, para atacar ese punto de contacto entre el delito y la droga. Naturalmente, 
creo que esto es muy importante, pero también lo es que se informe sobre los avances que se han 
dado en ese terreno porque eso hace, básicamente, a la tarea de prevención, es decir, evitar que la 
sangre llegue al río. 


El otro tema tiene que ver con un planteo que hemos recibido en varias oportunidades por 
parte de policías y oficiales retirados. Concretamente, nos han señalado que la actual distribución de 
delegaciones de policías de Comisarías o Subcomisarías en el departamento de Montevideo —me 
refiero exclusivamente a la capital- no se adapta a las necesidades ni a las realidades actuales en 
función de la dinámica que tiene el fenómeno de la delincuencia, pues tienen una estructura vetusta. 
Quiere decir que se requeriría marcar en los barrios una mayor presencia policial, a través de 
delegaciones, Subcomisarías o puestos policiales o que hubiera una sede básica que estuviera 
conectada con el resto de la red del servicio policial. Este comentario, como señalé, lo hemos 


escuchado en más de una oportunidad, sobre todo, por parte de oficiales retirados que conocen el 
tema de muchos años atrás, no solamente de ahora, y nos parece importante que nos brinden 
información acerca de cómo está la situación en ese terreno. 


SEÑOR GUARTECHE.- Este último aspecto que señaló el señor Senador Da Rosa va en la misma 
dirección que la descripción que hice de la forma de trabajo a través de las zonas. Nosotros también 
creemos que hay que adecuar las jurisdicciones de las Comisarías y la ubicación de los puestos 
policiales de acuerdo con los movimientos demográficos que ha tenido la ciudad y según las 
características de la delincuencia. 


Con respecto a Inteligencia, me gustaría diferenciar la Dirección de Inteligencia en sí misma, 
de la Inteligencia antidrogas, pues son totalmente distintas. De acuerdo a lo dispuesto por el mando 
ministerial, la inteligencia se define como el conocimiento que permite la toma de decisiones con el 
menor grado de incertidumbre posible y, este trabajo lo está realizando la Dirección Nacional de 
Información e Inteligencia. El trabajo específico de inteligencia antidrogas lo hace la Dirección General 
de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas. Deseo señalar que, a nuestro entender, más del 90% de los 
narcotraficantes importantes de nuestro país están presos. Quiere decir que el trabajo en la lucha 
contra grupos organizados ha sido exitoso. Cabe aclarar que para nosotros esto es más importante 
que, incluso, detener cantidades de drogas. Creemos que no sirve que se detenga cierta cantidad de 
droga sino los flujos de drogas y esto se logra deteniendo grupos completos, tal como se ha hecho en 
los últimos años. El problema es muchísimo más complejo y seguramente los señores Senadores van 
a compartir esta afirmación. 


Lo que realmente nos preocupa en este momento es la llegada de la pasta base, que se 
produce como resultado de contactos con la colonia boliviana en Buenos Aires. Los proveedores que 
nosotros conocemos contratan a individuos no conocidos y sin antecedentes para que oficien como 
“mulas” para traer la droga desde Buenos Aires. Esas personas empiezan a viajar y es muy fácil para 
ellas transportar uno o dos kilos de pasta base adosada al cuerpo —a veces la ingieren— en buques en 
los que viajan ochocientas personas. Por tanto, hay que tener una muy buena Inteligencia para poder 
detenerlos en esos viajes. A su vez, estas personas empiezan a conocer a los proveedores en Buenos 
Aires y llega un momento en que quieren hacer un negocio personal y no para otros. Hay que tener en 
cuenta que el narcotráfico se rige por las mismas leyes del mercado y la masa de dinero que produce 
la venta de uno o dos kilos de pasta base, permite rápidamente hacerse de un dinero fácil, teniendo un 
contacto y no siendo conocido. El gran problema que tenemos con el flujo de droga, especialmente de 
pasta base, es que llega en pequeñas cantidades y en forma continua al mercado. 


Por otra parte, quiero mencionar la paradoja que se produce cuando atacamos una boca de 
distribución. La capitalización de la distribución de droga, al final, la realizan grupos casi familiares. 
Cuando tenemos éxito y encontramos una boca de distribución, un integrante de ese grupo se hace 
cargo y dice que la droga es suya. ¿Qué sucede esa misma noche? Ocurre que la boca tiene que 
vender más para pagar el abogado y la estadía de quien está en la cárcel. Por lo tanto, vemos que 
tenemos que atacar las bocas de distribución de una forma diferente. Obviamente, debemos reprimir, 
pero tiene que haber algo distinto de parte del Estado que permita que esa gente sea atendida; de lo 
contrario, constatamos que el 100% reincide. Se reclama mucho a la Policía; nosotros sabemos 
quiénes son los que distribuyen y demás, pero hacer un procedimiento contra una boca de distribución 
es tan difícil como una operación grande. Alguien definió una vez al narcotráfico como un monstruo que 
se alimenta con el látigo que lo castiga y eso es así porque el individuo aprende que cayó preso por 
una determinada razón y que no debe volver a cometer el mismo error. Cuando alguien termina en la 
cárcel, aprende cómo cayeron los demás, se perfecciona y sale nuevamente a lo que él considera 
como su lucha o su trabajo. Reitero que es un tema muy difícil y con relación a los grandes grupos 
estamos bien porque muchos se han desarticulado. 


¿Por qué queremos tener oficiales fuera del país? Porque consideramos que tenemos que 
atacar el origen de la delincuencia y determinar cuáles son los delincuentes que están afectando 
nuestra seguridad en otros países. No somos una isla, aunque quizás sí podemos considerarnos como 
tal en el sentido de que nuestra realidad es muy diferente a la del resto de Latinoamérica. Estamos 
preocupados porque se está deteriorando nuestra visión de lo que está pasando con la seguridad, pero 
pueden creerme que nuestra realidad es muy distinta a la del resto. Sin embargo, hay muchos países 
como Colombia, Bolivia, Argentina, Brasil o Paraguay en los que hay criminales que están afectando 
nuestra seguridad. Pensamos que nuestros oficiales deben estar allí para trabajar en forma 
mancomunada con los oficiales de confianza de las fuerzas policiales de esos países, ya que eso nos 


permitiría desarticular organizaciones aquí y allá. Eso es lo que hacemos en la cooperación policial 
internacional; desarticulamos grupos en todos los lugares, inclusive, en Europa. Creemos que 
realmente deberíamos pensar en tener oficiales, por ejemplo, en España para coordinar toda la zona 
de Europa y no solamente en lo que tiene que ver con el narcotráfico, sino también por la trata de 
personas, tema muy antiguo en nuestro país que debería ser abordado algún día. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Subsecretario hoy expresó que el 60% de los que delinquen bajo la 
influencia de la droga empezaron por consumir en la cárcel. Ahora el señor Guarteche marca la 
dificultad que existe para operar en el comercio minorista familiar, lo cual se da mucho entre las 
mujeres; incluso, el otro día escuchaba decir a mujeres presas en la cárcel de Cabildo que casi todas 
son adictas. El Ministerio del Interior ha actuado muy bien contra el gran tráfico, la distribución 
internacional, los grandes cargamentos, pero quisiera saber qué incidencia tiene la corrupción policial 
en todo esto. En la dificultad para desarticular ese comercio minoritario, ¿tiene o no incidencia? Pienso 
que en este contexto tiene que existir algún elemento de corrupción. 


SEÑOR GUARTECHE.- En algunos países que han estudiado los fenómenos delictivos, se sostiene 
que cualquier manifestación delictiva crece cuando hay corrupción que la protege. No sé cuál es su 
grado de incidencia, pero hemos procesado a muchos policías. Para nosotros la prioridad es limpiar la 
Institución, porque no solamente crecen manifestaciones como el narcotráfico, sino cualquier otra, y el 
país debería preocuparse por ello. La gran amenaza mundial que existe es el crimen organizado; es 
como una locomotora que solo puede moverse sobre los rieles que se llaman corrupción, ya sea 
pública, policial o de cualquier tipo. Estamos trabajando para fortalecer al Departamento de Asuntos 
Internos. De acuerdo con nuestra experiencia, en muchísimas ocasiones hemos procesado a policías 
involucrados en el tráfico de drogas. 


Otra de las herramientas que se han instrumentado, que es muy importante y preventiva, es 
la realización periódica y sin aviso previo del análisis de droga. En su momento, solicitamos al ex 
Ministro del Interior, Guillermo Stirling, que se hiciera para el personal de drogas y el Ministro decidió 
realizárselo a todo el personal policial. A veces nos enfrentamos al problema de los costos, pero ahora 
hay algunos reactivos más baratos que hacen posible efectuar este análisis a aquellas personas que 
ingresan a la Policía, a efectos de controlar si consumen o no drogas. Es de destacar que en cualquier 
momento un policía puede ser llamado para que se le realice un análisis de orina. Hemos hecho un 
acuerdo con la Comisión Nacional de Educación Física para que el estudio se haga en su laboratorio, 
lo que es una garantía para todos y, además, está fuera del ámbito del Ministerio del Interior. Creemos 
que otras instituciones deberían hacer lo mismo. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero retomar una pregunta que formuló el señor Senador Pasquet, que me 
pareció por demás interesante, y recordar una discusión que tuvo lugar en el Senado hace dos años, 
en la que se manejó la temática de las causas de la delincuencia. En ese entonces, mantuve una 
interesante discusión con el ex Senador Alfie y él decía que en cualquier país del mundo si uno tira una 
regresión lineal simple, hay una relación entre dos variables que es directamente proporcional: en este 
caso, por un lado, estarían el nivel de riqueza y la distribución del ingreso y, por otro, la delincuencia; 
efectivamente es así. Ahora bien, esa relación directamente proporcional no es inmediata ni única, sino 
que tiene muchas causas. Por eso cuando el señor Ministro señalaba que hay un tema cultural, creo 
que eso también incide. 


Por otra parte, quiero referirme a un comentario que realizó el señor Subsecretario sobre lo 
objetivo y la percepción subjetiva de la delincuencia. Entiendo que esto también se debe tomar en 
cuenta. 


Honestamente pienso que el peor daño que se le pudo haber ocasionado a este tema fue 
vincularlo a la temperatura y la sensación térmica, porque en realidad esa no es la forma de referirse a 
esta cuestión; es mucho más profunda e, incluso, la sociología política la maneja. Existe lo que se 
denomina “temperamento político” y “humor político”, que tienen que ver con sensaciones muy 
arraigadas, prolongadas en el tiempo y de largo aliento. En un país como Uruguay, en el que desde 
que se hacen encuestas serias —prácticamente desde el año 1983— la seguridad pública 
aparece en primer o en segundo lugar, ya no se trata de ninguna sensación térmica sino de un tema de 
temperamento político. Como decía el señor Subsecretario, para que esa percepción subjetiva cambie, 
van a tener que ocurrir dos hechos: que haya una rebaja sustancial en el nivel de los delitos que se 
cometen y que se repita en el tiempo. ¿Por qué? Porque hace 25 años el gran problema era la 


seguridad pública, el desempleo y el salario, pero hoy el desempleo ya no es una gran preocupación 
de los uruguayos y dejó de ser un tema de temperamento político debido a que se redujo 
sustantivamente y a que se ha repetido en el tiempo. 


Otro tema que, en realidad, manejó el señor Ministro pero que en lo personal me preocupa 
muchísimo es el que refiere a la forma como se trasmiten los hechos. Días pasados, escuchaba —por 
suerte, creo que lo escuchó muy poca gente— datos sobre la cantidad de intentos de suicidio que hay 
en Uruguay y por suerte, a mi juicio con muy buen criterio, esa cifra no se comunica a la opinión 
pública. Si no fuera así, tendría lugar un efecto de imitación a nivel de la sociedad y eso sería 
preocupante. 


Escuchaba con atención las cifras que se dieron relativas a delitos de homicidio en Uruguay. 

La seguridad en el tránsito también constituye un tema de seguridad pública porque son mayores las 

fatalidades que se dan a ese nivel —ni que hablar del número de heridos graves, entre otros factores— 

pero lo que mencionó el señor Ministro sobre la expresión: "Montevideo, capital de la rapiña" es lo 
único que existe. 


Por otro lado, se dice con mucha liviandad que los menores que cometen una rapiña y matan 
a alguien, entran por una puerta y salen por otra. ¿Qué se está trasmitiendo a un gurí marginado? Que 
cometa tranquilamente un delito porque va a entrar por una puerta y a salir por otra, pero no se señala 
que en los últimos doce meses no se fugó del INAU un solo menor y que al que lo hizo, lo agarraron. 
No se dice, claro, porque de repente eso no vende. 


Me parece que el tema de la seguridad no compete solamente al Ministerio del Interior y que 
no pasa solo por tener buenas cárceles, reprimir, prevenir y disponer de mayor presencia policial. 
Hasta que, como sociedad uruguaya, no nos demos cuenta de que no se trata de un tema que sirve 
para obtener réditos políticos, sino de un asunto que se debe encarar con seriedad a nivel del sistema 
educativo y de la familia —como decía el Inspector Guarteche— no vamos a encontrar una salida. ¿Qué 
bolilla —pido disculpas por la expresión utilizada— van a dar si hablan con el gurí solo siete minutos por 
semana, si se matan trabajando 16 horas por día para darles cosas que tal vez ni precisan cuando, en 
realidad, ellos necesitan tres horas de su tiempo para que les enseñen valores? 


Este tema no se soluciona en dos, tres o cuatro años, pero podemos pedir al Ministerio del 
Interior que mejore la capacidad policial, aunque sabemos que ese será un proceso largo y que lo peor 
que se puede hacer es prometer a la gente que el problema de la seguridad se solucionará de la 
noche a la mañana, por ejemplo, llevando a efectivos de las Fuerzas Armadas a patrullar las calles. 
Eso sería un disparate, porque la única ventaja que ellos tienen es que saben manejar un arma, pero lo 
demás es absurdo. Lo peor —y voy terminando mi reflexión, porque no quiero extenderme demasiado— 
es levantar falsas expectativas, como si con alguna medida mágica se fuera a solucionar un problema 
enorme que existe y va a permanecer en la sociedad. En realidad, estaríamos generando una especie 
de desasosiego que podría hacer necesario requerir otro tipo de soluciones, como podría ser una 
absurda mano dura o un “ármese todo el mundo porque se impone la Ley del Talión”. 


Honestamente, creo que los medios de prensa están jugando un papel terrible en este tema. 
Por suerte, ahora Uruguay ganó la Copa América y, seguramente, algún joven va a pensar que lo mejor 
para ganar dinero es jugar al fútbol. Hasta ahora el mensaje era: “Hazte malandro, que entras por una 
puerta y sales por otra”. 


SEÑOR NIN.- En el mismo sentido que reflexionaba el señor Senador Gamou y partiendo de la base 
de que es la Policía la que da cierta información sobre el tratamiento de los operativos antidrogas, 
siempre me pareció que, quizás, en lugar de mostrar el dinero que se captura, la cantidad de droga que 
se apresa y el monto en que está valuado el cargamento, sería conveniente decir cuál es la pena 
máxima a la que serán sometidas las personas detenidas. Como dijo en otros aspectos el Inspector 
Guarteche, me parece que decir que un cargamento equivale a US$ 1:000.000 o US$ 500.000 puede 
llegar a ser tentador para alguien que va a iniciar ese camino. Pienso que un buen aporte del Estado 
sería decir que las personas detenidas recibirán, con toda seguridad, la pena máxima que es de cinco 
o seis años. Considero que es más importante brindar ese dato, que informar el monto del cargamento 
porque para mucha gente, repito, puede ser muy tentador. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer algunos comentarios que suscitan las apreciaciones del señor 
Senador Gamou y procuraré exponerlas brevemente. 


Creo que nadie está con ánimo de obtener réditos políticos de un tema tan delicado y 
doloroso. Considero que es absolutamente indispensable que, desde los ámbitos políticos, se traten 
asuntos como el de la inseguridad porque son los que preocupan a la sociedad. Si un sistema político 
no trata esas cuestiones ni hay discursos por parte de los partidos sobre el particular, parecerá que no 
está alineado con la realidad y que no atiende los asuntos que preocupan a la sociedad. Por supuesto 
que hay que hacerlo con seriedad y responsabilidad, hablar sobre esos puntos y tratar de buscar 
soluciones. 


Coincido en que en este tema tan complejo no hay soluciones fáciles ni, mucho menos, 
inmediatas. Eso está claro, pero creo que tampoco se debe aceptar la postergación de este punto para 
que en un mañana indefinido se logren resultados, porque si actuáramos así nos privaríamos de 
elementos de control sobre nuestra propia conducta. Cada organismo público, cada institución, cada 
persona con responsabilidades públicas tiene que fijarse objetivos para evaluar después su propio 
desempeño y para que la sociedad también pueda hacerlo. Hay que decir qué es lo que se aspira 
lograr en cierto tiempo manejable porque yo, que soy optimista por naturaleza, pienso que en todos los 
temas la humanidad mejorará, pero este no es un criterio para manejarse. 


¿Qué objetivos y metas nos proponemos alcanzar en materia económica, educativa, de 
seguridad social y de lucha contra el crimen? Debemos plantearnos todas estas cosas para luego 
medir la eficacia de nuestro propio esfuerzo, para acentuar aquello que se esté haciendo bien y 
corregir lo que se esté haciendo mal. Me parece que esto es absolutamente indispensable. Por 
supuesto que esto debe ser manejado sin caer en facilismos, porque ellos se vuelven contra aquel que 
cayó en ellos. Si alguien dice que tiene diez medidas para terminar con la delincuencia pasado 
mañana, va a resultar muy fácil dejar en evidencia la vacuidad de esa prédica porque, frente a la 
pregunta, de cómo piensa hacerlo, se va a ver que no hay magia posible. Ahora bien, sí se puede decir 
cuál es el plan y cuáles los resultados que se espera alcanzar en determinado tiempo. Esto es algo 
indispensable. 


Con respecto a la comunicación, quien habla —al igual que todos— está preocupado por la 
forma en que estas cosas se comunican. Dentro del marco de la Constitución de la República, no 
podemos hacer absolutamente nada para evitar que quienes tienen que informar, lo hagan libremente, 
porque la libertad de prensa, en toda su extensión imaginable, es absolutamente intangible. 
Seguramente después surjan comentarios, críticas y responsabilidades, pero la libertad de prensa es 
absolutamente intangible. 


A veces se comunican cosas que de pronto alientan las vocaciones delictivas como, por 
ejemplo, cuando se informa que los menores entran por una puerta y salen por la otra. Lo que sucede 
es que, desgraciadamente, muchas veces esos comentarios han reflejado la realidad. A mí me alegra 
mucho que de un tiempo a esta parte hayan cesado las fugas del INAU, pero eso es solamente de un 
tiempo a esta parte. El señor Senador Gamou ha dicho que hace dos meses que no se fuga nadie; me 
alegro mucho que así sea, pero hace tres o cuatro meses se fugaban unos cuantos y no uno ni dos 
cada seis meses. Estos son hechos que la gente ve y que conoce. 


Entonces, si la prensa va a hablar de estos temas y no de realidades que todos conocemos, 
se logrará desacreditarla y propiciar los rumores irresponsables, mucho más alarmistas y peores que 
las cosas que se publican bajo la responsabilidad de alguien que dice: “Esta noticia la damos 
nosotros”. O sea que también este tema de la prensa es muy delicado, porque si la población en algún 
momento llega a pensar que hay realidades que se están ocultando, el resultado puede ser 
infinitamente peor a lo que tenemos hoy. La gente tiene que tener confianza en que los problemas se 
muestran como son: si el problema es grave, nos alarmaremos todos y trataremos de solucionarlo y, si 
hay errores en el esfuerzo por resolverlo, tendrán que corregirse. A mi juicio, lo peor que podría pasar 
sería que cundiera el comentario de que está pasando tal o cual cosa y no se informa, se está 
ocultando. Con esta actitud se estaría generando el ámbito para que se crea cualquier versión, por 
disparatada que sea, porque si hay alguna clase de censura, impuesta o autoimpuesta, sugerida o 
aceptada, la gente va a creer cualquier cosa. De ser así, estaremos mucho peor. 


Pienso que debemos manejar estos temas con transparencia, responsabilidad y seriedad; 
esto es lo que estamos tratando de hacer todos, aunque cada uno a su manera. 


SEÑOR MOREIRA.- Finalmente —porque seguramente el señor Ministro tiene que ir a luchar contra el 
delito, que es una tarea más importante— quiero aludir a esta última fase abierta por el señor Senador 
Pasquet. En lo personal, no deja de preocuparme ese discurso de análisis sociológico que se ha 
hecho. Este aspecto se lo he criticado a los Ministros del Gobierno anterior que se dedicaban a analizar 
las causas que llevaban a delinquir, las cuales son muchas todos lo sabemos— y no se pueden 
ignorar. En realidad, el señor Ministro del Interior y su equipo, deben luchar sobre las consecuencias. 


Ese discurso se tornó indulgente. Recuerdo que cuando el ex Ministro del Interior, José Díaz, 
mandó la iniciativa sobre liberación anticipada, en la fundamentación realizada en la exposición de 
motivos hablaba de la tutela de la propiedad. El hecho era que estaba lleno de rapiñeros; ese fue el 
problema. Para solucionar eso, la Policía tiene que capturar a los delincuentes y prevenir el delito. Esa 
es la función. Descarnadamente, eso es así. Por supuesto que nadie ignora cómo se viene generando 
una nueva sociedad más violenta, el consumo de drogas y todo lo demás. 


De todos modos, la responsabilidad del Ministerio del Interior es actuar sobre las 
consecuencias; sobre las causas trabajarán el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de 
Economía y Finanzas, el Ministerio de Educación y Cultura y todo lo demás. 


En cuanto a la información, si bien el señor Senador Gamou hacía referencia a ello, tal como 
manifestaba el señor Senador Pasquet, ese es un dato de la realidad. Hubo más de 1.000 fugas en 
2009, más de 1.000 en 2010 y, obviamente, la gente está alarmada. El sistema no funciona y, a veces, 
no se aplican las normas, como se debería hacer en vez de criticarlas. Y cuando eso sucede, el 
sistema cae, colapsa. 


Los Legisladores nos hemos abocado a hacer modificaciones legislativas para tener un INAU 
que funcione mejor, con un órgano desconcentrado y, luego, con un servicio descentralizado. Esa es 
una preocupación de todos los partidos políticos que culmina con la aprobación de instrumentos 
legislativos que ojalá le sirvan a la Policía. 


De acuerdo con los datos, en el 53% de las rapiñas hay participación de menores, cifra que 
objetan muchos Legisladores de la izquierda, diciendo que no son ciertos. Cuando integramos la 
Comisión que trataba este tema, muchos de los Legisladores no creían en ese dato. 


Por otro lado, no tenemos discrepancias frontales con los objetivos de saturación o como se 
les llame. Podemos dudar de que tengan la misma eficacia que contar con una presencia permanente 
en los barrios peligrosos, pero la realidad es que la Policía no tiene medios para ello. Ojalá la Policía 
pudiera estar todos los días recorriendo el lugar porque entonces la situación sería mejor. De todos 
modos esto tiene algunos efectos, sobre todo de orden psicológico. La feudalización de que hablaba el 
Director Nacional de Policía es real, es necesario que la gente no sienta que es impune. Por supuesto 
que las grandes organizaciones criminales tendrán allí sus “tentaculitos”, pero los grandotes no están 
en esos lugares. Igualmente, surte efectos. 


En realidad, las grandes críticas respecto a estos operativos vinieron de una ex Ministra del 
Interior, quien dijo que los operativos solo servían para capturar a los chorritos de cuarta, y para nada 
más. En ese sentido, queremos dejar las cosas bien claras, señor Senador Gamou; no fuimos 
nosotros. La crítica vino de ahí. 


De todas maneras, me parece que estos encuentros son positivos porque nos permiten 
cambiar ideas sobre algunas cosas y pedir explicaciones sobre otras. Ojalá que se mantenga esta 
tendencia de descenso en las rapiñas.También hemos observado fluctuación en las cifras, incluso en 
los homicidios. Eso lo recuerdo. Los observatorios a veces presentan cifras que se contradicen las de 
uno con las de otro. En una oportunidad —creo que en el primer trimestre de 2009-— los homicidios 
registraron un detonante ascenso, que luego cayó. A veces, los períodos de tres meses no reflejan las 
tendencias reales; hay que considerar un período más largo. 


Reitero: ojalá que ese descenso se mantenga. Todos los uruguayos están más que 
interesados en que bajen las cifras de rapiña. Lo que nos urge es tener más celeridad para asegurar 
esa mayor presencia, además de todo lo que se haga en todos los terrenos. Eso nos parece 
absolutamente esencial. Como dice el señor Ministro, el 9% del éxito está basado en la prevención. Y 
eso se hace con gente, en la calle; eso es real, nadie puede negarlo, así como tampoco respecto de 
todos los demás instrumentos que, combinados, resulten en una sociedad más segura. 


Recuerdo que cuando estuve en el Ministerio del Interior, en ese entonces el Uruguay era 
mucho más pacífico. También vivíamos jaqueados por la crítica y la prensa de todos los días. Sin duda, 
estos hechos venden; eso es así. La información forma parte de una de las libertades; no es malo que 
eso suceda. 


La responsabilidad de ustedes es abatir los índices delictivos; ojalá que lo logren. 
SEÑOR PASQUET.- Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Hay un hecho que creo que habría que relacionarlo con otro. Hace mucho tiempo 
se viene diciendo —la prensa lo hace- que existe un problema de inseguridad y nosotros tenemos 
números que nos dicen que desde hace años -y no ahora- se da una curva creciente de las rapiñas y 
los hurtos; pero lo que señalan, por lo menos en cuanto a la cantidad de rapiñas, tiene que ver con el 
tema. Debo decir que la inseguridad en el mundo se mide por la tasa de homicidios, es decir, cantidad 
de homicidios cada cien mil habitantes, y no por las rapiñas. En nuestro país la tasa es de seis 
homicidios cada 100.000 habitantes, y es el número más bajo de toda América del Sur y de 
Centroamérica. Esta cifra es equiparable a la de Estados Unidos, que es de 5,5 cada 100.000 
habitantes. Pero entre los distintos Estados de ese país existen enormes diferencias, ya que algunos 
presentan una tasa superior a la de Brasil, que es de 29 o 30 cada 100.000 habitantes. El tema es que 
cuando se dice que hay inseguridad, la gente se refiere a lo que la atormenta todos los días, es decir: 
las rapiñas, los hurtos, los arrebatos y los copamientos. ¿Dónde se dan? Se ha dicho que los 
megaoperativos u operativos de saturación estigmatizan. Ante ello, quiero señalar que se produce una 
cantidad importantísima de robos todos los días, que se dan donde viven estas personas y en otros 
lados. El primer operativo que se hizo en Chacarita de los Padres fue, justamente, donde tenían a los 
secuestrados de aquellos llamados secuestros express de Pocitos y Punta Carretas. El otro problema a 
tener en cuenta es la calidad de las rapiñas. En ese sentido, el aumento más grande está relacionado 
con la rapiña de celulares. El Director del Observatorio de la Delincuencia dice que ello ha aumentado 
el número de rapiñas en todo el mundo, y se debe a que se trata de un objeto chico pero con cierto 
valor, que se lleva en la mano y se utiliza en la calle. En definitiva, en todo el mundo se roban celulares 
y, como dije, aumenta el número de las rapiñas con el robo de celulares. Incluso, nos decían que en 
muchos lugares empezó a caer ese tipo de robos porque ya no es vendible el celular robado, por más 
que sea barato, en sociedades donde una persona tiene tres o cuatro. Hago este comentario porque, 
de alguna manera, hay que medir la cantidad —que es lo que observamos objetivamente— y qué se 
roba. Con esto no hago ninguna interpretación sociológica. Respondí porque me lo preguntaron ya 
que, de otro modo, no hubiera hablado del tema. Al contrario, entiendo que esto es así y que necesita 
mucho tiempo para corregirse. Mientras no se corrija —aunque la solución tiene que darse a nivel social 
y el conjunto de la sociedad tiene que participar—, el Ministerio del Interior tiene que intervenir, como 
dije —y como debe figurar en la versión taquigráfica— con políticas de prevención, disuasión, represión 
y castigo del delito. Aclaro que no di ninguna explicación sociológica ni dije que era la solución que 
tenía que buscar el Ministerio del Interior. Es más, en la prensa me preguntaron al respecto y les 
respondí: “No interpelen al Ministerio del Interior para preguntarle eso; pregúntenlo globalmente”. 


SEÑOR PASQUET.- Quien formuló la pregunta sobre las causas del delito tal como se presenta hoy en 
la sociedad fui yo, pero en ningún momento pensé que esa pregunta implicara confundir de manera 
alguna el rol del Ministerio del Interior. Creo que nadie tiene por qué caer en una falsa oposición: o 
combatimos el delito o tratamos de conocer sus causas. Son las dos cosas. Pero me parece que en la 
medida en que mejor conozcamos el fenómeno, sepamos por qué ocurre y cuáles son los móviles que 
inspiran a los agentes de las conductas delictivas, estaremos en mejores condiciones de cumplir la 
tarea, que es combatirlo. Por ejemplo, los datos que aportó el señor Subsecretario Vázquez, en el 
sentido de que hay un 24% de delincuentes que actúan bajo los efectos de la droga o para conseguirla 
y un 26% de delincuentes que actúan bajo el efecto del alcohol, me parecen sobremanera relevantes. 
Creo que son datos que tienen que quedar en nuestras carpetas para analizar y pensar cómo podemos 
actuar a partir de eso. Pero insisto: ese tipo de consideraciones de ninguna manera implican 


obstaculizar, dificultar, postergar o restar importancia a las tareas que el señor Ministro está señalando, 
que son actuar contra el delito, reprimir, castigar, etcétera, en lo cual estoy absolutamente de acuerdo. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero aclarar que lo dije porque el señor Senador Moreira señalaba que no le 
gustan las explicaciones sociológicas. 


SEÑOR MOREIRA.- Hacía referencia a otro punto. 


SEÑOR MINISTRO.- Pero no las dimos. No tratamos de ubicar el tema allí porque, si bien cuantos más 
elementos tengamos respecto a las causas, mejor, hoy tenemos claro que estamos en el mientras 
tanto y que se necesita una acción global mucho más fuerte para eliminar las causas de fondo. Incluso 
hoy, cuando hablé de este tema dije que hay causas de fondo sociales y económicas que a su vez 
generan una cultura, de manera que aun si se corrigen las causas económico-sociales, esa cultura se 
mantiene durante un tiempo mayor. 


Como decía, el robo de celulares tiende a explicar el aumento continuo de la cantidad de 
rapiñas. Y otro aspecto que hemos manejado es la influencia de las rapiñas cometidas por menores. 
Las cifras de 53% y 47% no se dieron en el año, sino en los últimos tres meses. En el año la 
participación de menores en rapiñas fue del 26%. Pero igualmente la cifra es alta, y si se comparan las 
cifras anteriores con este 26%, se explica el crecimiento del total de rapiñas. 


También quiero que quede claro que no dijimos que han disminuido las rapiñas. Lo que disminuyó fue 
la curva de crecimiento, que es otra cosa. La disminución mayor se dio en abril —en ese mes sí cayeron 
las rapiñas— después crecieron en menor intensidad y creo que este mes crecieron con una intensidad 
aún menor. Nos estamos preguntando —no lo afirmamos-— si no tiene que ver con el hecho de que en 
los últimos dos meses no hubo fugas, o por lo menos no hubo fugas de aquellos que cada vez que se 
escapaban, no solo aumentaban la cantidad de rapiñas, sino también su carácter, que era mucho más 
violento: había secuestros, muertes, etcétera. 


En cuanto al apuro por hacer las cosas, debemos decir que estamos apurados pero muchas 
veces, precisamente porque lo estamos, tenemos que ir despacio. El hecho de que lo militares asuman 
tareas del Ministerio del Interior no es sencillo; ellos también tienen que hacer el curso al igual que los 
demás. Lo único que podemos hacer es que en lugar de hacerlo en seis meses —que es lo que dura el 
curso para policía- lo hagan en tres, pero no porque los conocimientos que tienen ayuden a que 
estudien menos, sino porque se hace en doble horario. Además, hay una diferencia que me parece 
importante entre la forma de accionar de un policía y de un soldado. El soldado actúa continuamente 
obedeciendo órdenes y en colectivo, no es él quien debe tomar la iniciativa —quizá la tome el Oficial y le 
dé órdenes al soldado- pero el policía está entrenado para tomarla; si está solo y aparece un 
problema, lo tiene que resolver. Cuando discutimos el problema de la guardia perimetral, 
fundamentalmente con el Ministerio de Defensa Nacional, sus representantes manejaban un concepto 
que era la consigna del centinela. Es decir que el soldado no actúa de forma distinta a lo que indique la 
orden del centinela y si se le presenta algo nuevo queda desconcertado. Sin embargo, el policía tiene 
que actuar ante algo nuevo. Por tanto, no puede haber un traspaso inmediato del Ministerio de Defensa 
Nacional al Ministerio del Interior; deben realizar el curso que hace el policía. Como dije antes, en este 
caso lo vamos a acelerar para que dure solamente tres meses, pero se trata de la totalidad del curso. 
Se entiende que quizá en lo que ya estén iniciados sea en lo referente a la disciplina, pero no en todo 
lo demás. Termino acá porque es el tema que más se señaló. Se nos pide ir más rápido y estamos 
tratando de hacerlo, pero en este caso tuvimos una dificultad adicional: articular entre los dos 
Ministerios cómo se produce ese pasaje. 


Se afirmó también que se anota poca gente, pero creo que en este momento se están 
anotando muchos civiles. Queda claro que el sueldo, que está en el entorno de los $ 16.500, es distinto 
a sueldos anteriores y también está clara la progresión de ese salario que termina con el período de 
Gobierno en algo más de $ 24.000. Nos parece que no es una cantidad menor. Cuando la Guardia 
Republicana fue al interior a reclutar gente se anotaron muchos y en el caso de la Policía también se 
anota mucha gente. El problema no es que la gente no se anote, habíamos asumido el compromiso de 
dar paso hasta 1.500 soldados. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR LORIER.- Deseo formular una pregunta al equipo ministerial con relación a algo bien práctico 
y concreto. Quiero saber si estiman que puede ser necesario que este Parlamento legisle “como en 
algún momento lo hicimos con respecto a las empresas públicas que estaban en competencia con 
empresas privadas—- para agilitar los procesos que puedan tener que ver, por ejemplo, con la 
adquisición de bienes o instrumentos para combatir el delito. Tal vez sea necesaria una actualización 
del Derecho Público para mejorar la performance de ustedes en temas que tienen que ver con 
aspectos muy concretos y que a todos nos preocupan. Por otro lado, simplemente quiero decir que 
necesitamos el enfoque que le dio en determinado momento a este intercambio de ideas el señor 
Senador Pasquet, en el sentido de indagar en las causas profundas del delito. Nos parece que, 
además de lo nacional, también tenemos que ser capaces de ver los fenómenos internacionales de 
disgregación. Al respecto, pensaba en México, que es un país que está al borde de la disgregación 
total, con decenas de miles de víctimas; en Colombia; en las maras de Centroamérica; en las bandas 
juveniles que pululan en Estados Unidos y en otros países. Estamos hablando de fenómenos muy 
complejos que, desde nuestro punto de vista, tienen una profunda raíz económico-social en el régimen 
vigente. No se trata de un fenómeno exclusivo de América Latina o de América del Norte, sino de una 
situación que recorre el mundo y se incrementa. Si no atacamos esas causas difícilmente podamos 
liquidar las consecuencias. Pero ¿cómo hay que operar? Quiero reiterar la pregunta del comienzo: ¿se 
pueden necesitar instrumentos legales para avanzar en la lucha contra el delito en el Uruguay? 


SEÑOR MINISTRO.- La pregunta concreta la va a responder el Director de Secretaría, pero ante la 
pregunta en general, sobre la necesidad de legislar, estamos valorando algo que todavía no hemos 
resuelto, aunque ya se lo adelanté al señor Senador Moreira. Si resolvemos ese asunto deberíamos 
traerlo a esta Comisión. 


En realidad, tenemos un problema con las bocas de droga, ya que el negocio a ese nivel es 
de índole familiar y no individual. Ahora bien; cuando se descubre la boca se hace autor un individuo, 
que es quien va preso, pero eso no significa que la boca no exista más. Tal como le gusta decir al 
Inspector Guarteche, cuando cae un individuo, a la noche esa boca trabaja doble, ya que lo hace para 
el ingreso que tenía, para pagar al abogado de quien está preso y para mantenerlo en la cárcel. 
Entonces, la boca no cierra sino que perfecciona su funcionamiento. Asimismo, las bocas funcionan de 
noche, y en ese horario no se puede allanar, y en caso de que funcionen de día, lo hacen con pocas 
dosis que, cuando se venden, se van reponiendo, con lo cual la cantidad que allí se puede encontrar es 
considerada consumo personal. De ese modo, el problema no se puede resolver. 


Por nuestra parte, estamos viendo la posibilidad de que cuando caiga uno de los individuos 
que actúa en la boca no vaya preso y tenga prisión domiciliaria, de modo que la asistente social que 
hace el seguimiento pueda entrar durante las 24 horas. Nos parece que esto es mucho más efectivo 
para resolver ese problema. Aclaro que simplemente estamos valorando esa solución y no aplicándola, 
pero si en algún momento tomamos una decisión, deberíamos traerla a la Comisión. 


SEÑOR CARRERA.- En cuanto a los procedimientos de adquisición, de compras, creo que nuestro 
Ministerio ha mostrado eficiencia. Si se analiza la ejecución presupuestal del año pasado, se verá que 
en lo que tiene que ver con las inversiones se hizo una ejecución del 86%, cuando la media del Estado 
es de 81%. En lo que respecta a gastos de funcionamiento fue de 99%, mientras que la media del 
Estado es de 91%. Por ejemplo, toda la planificación de las compras la estamos llevando adelante en 
un 92%; en ese sentido, puedo decir que ahora en el mes de julio ya prácticamente tenemos definida la 
adquisición de patrulleros, de camionetas 4 x 4, de unos blindados que adquirimos y de unos camiones 
científicos para la Policía Técnica, además de tener casi definida la adquisición del TETRA en dos 
fases. El año pasado llevamos a cabo la fase de implementación de la red y este año estamos 
definiendo los denominados “móviles”; si bien son inversiones muy grandes y muchas veces son 
compras directas secretas, hemos identificado a los proveedores y tratamos de que exista competencia 
entre ellos porque nos da tranquilidad a nosotros y a toda la sociedad. 


En cuanto a la pregunta específica del señor Senador Lorier sobre el procedimiento de 
compra, las modificaciones que están incorporadas en la Ley de Rendición de Cuentas nos van a 
favorecer porque prácticamente duplican los montos de la compra directa de la licitación agregada. 
Nosotros habíamos solicitado algunas de esas prerrogativas al Ministerio de Economía y Finanzas, 
pero se nos contestó que esto se estaba trabajando en la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y de la propia Cartera. Realmente consideramos muy interesante y favorable que se 
aprueben esas normas. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero hacer algunas breves reflexiones porque ya llevamos unas cuantas horas 
de sesión. 


Creo que esta reunión pone de manifiesto la importancia que tiene una convocatoria de estas 
características, no solamente porque permite que los Legisladores nos actualicemos acerca de la 
acción que está desarrollando el Ministerio del Interior sino, seguramente, porque esta Cartera y 
quienes tienen responsabilidades más directas en esta materia, también pueden sacar su propias 
conclusiones. Por ello, considero que la iniciativa del señor Senador Moreira fue buena. 


La Comisión está analizando algunos proyectos de ley sobre los que, en algún momento, 
requerirá la opinión del Ministerio del Interior, más allá de que este tiene iniciativa suficiente como para 
darla por sí. Concretamente, estamos por aprobar un proyecto de ley referido a la utilización de las 
huellas genéticas para la persecución de los delincuentes y para tener mayor eficiencia en el combate 
de la delincuencia y de los delitos; sin embargo, pensamos que es necesario introducirle algunas 
modificaciones a la redacción remitida por la Cámara de Representantes que, consideramos, son 
garantistas. 


Asimismo, queremos conocer la opinión del Ministerio del Interior con respecto al proyecto de 
ley al que hizo referencia el señor Senador Moreira —que presentamos hace ya un mes-— que 
modifica en parte el instituto de la legítima defensa. Creemos que, así como hace algunos años fue 
necesario modificar este instituto porque el concepto de los delitos en la noche ya había pasado a estar 
absolutamente perimido, hoy nuevamente necesita una actualización. En poco tiempo vamos a estar 
en condiciones de sancionar —aunque faltan temas de forma vinculados a esto— el nuevo Código 
de Procedimiento Penal. A su vez, está a estudio de la Cámara de Representantes el nuevo Código 
Penal. Sin duda, estos son instrumentos muy importantes en esta materia. Por ello, tal como señalé, 
seguramente vamos a requerir la opinión del Ministerio sobre estos temas. 


En lo personal, quiero hacer una última reflexión. Comparto plenamente los nuevos operativos 
que está llevando adelante el Ministerio del Interior, ya lo he señalado en alguna oportunidad fuera de 
este ámbito y ahora quería decírselo a él. Me parece que es una iniciativa que tiene la virtud de dar 
señales que la población está necesitando cada vez más, sobre todo, de parte de las autoridades del 
Gobierno, aunque no sé si la idea es continuar adelante con estos operativos y profundizarlos. Algunos 
compañeros de esta Comisión están lógicamente preocupados porque allí existan todas las garantías, 
así como un cabal cumplimiento de la ley. Reitero que quería señalar expresamente al Ministro que 
nuestro sector comparte plenamente estos nuevos operativos, aunque no los voy a calificar porque sé 
que tienen diferencias con la calificación que ha hecho la prensa y ustedes sabrán cómo se llaman. La 
última pregunta que quiero realizar es: ¿en qué forma se piensa implementarlos y, en todo caso, 
intensificarlos —si así lo tienen pensado— en el transcurso de los próximos tiempos. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros pensamos continuar con estos procedimientos y por eso volvemos a 
aclarar que se hacen a partir de órdenes de allanamiento emitidas por un Juez. Por lo tanto, existe un 
trabajo de Inteligencia previo que se presenta al Juez, quien algunas veces da su autorización y otras 
no; incluso, ha sucedido que otorga una autorización parcial y no total de lo que se plantea. De todos 
modos, siempre se hace el procedimiento en un lugar concreto y con el objetivo de buscar personas 
por razones fundadas. Quizás surja la pregunta de por qué no se envía un patrullero a esos lugares y 
la respuesta es sencilla: no se hace porque un patrullero no puede entrar allí. Tampoco compartimos 
ciertos comentarios en cuanto a que hagamos los operativos en otros lugares para demostrar que no 
se hacen diferencias. Seguramente, no se hace lo mismo en todos lados porque el trabajo de 
Inteligencia es el que indica qué hacer y dónde. No compartimos que se diga que solamente se busca 
gente de cuarta; lo que ocurre es que cuando se va a buscar gente de primera, se lo hace de otra 
manera. En los últimos tiempos ha caído gente de primera, pero fue en otros lados y, de todos modos, 
se la fue a buscar. Un ejemplo de esto es una empresa que vendía productos energéticos adulterados 
y también tenía algo que ver con precursores químicos; se fue a buscar a los involucrados y cayeron 
en un barrio como Carrasco. Asimismo, cayeron las personas que acompañaban al narcotraficante 
colombiano que escapó, que vivían en un barrio privado de Carrasco. A estas personas se las fue a 
buscar y se va adonde sea, pero se procede de acuerdo con las características de la persona de que 
se trata. Es innecesario hacer lo mismo en todos lados y, además, es equivocado porque si uno actúa 
igual cuando las características son distintas, algo está mal. 


En el transcurso de estos procedimientos se hizo una modificación, no porque cambiara la 
orden, sino por la tecnología utilizada. A partir del tercer o cuarto operativo, comenzó a utilizarse lo que 
mencionaba el Inspector Guarteche que es el Sistema AFIS, mediante el cual al poner el dedo en un 
dispositivo aparecen los antecedentes de la persona y si está requerida o no. Anteriormente, se detenía 
a Una persona porque cometía una falta, pero se sabía que el Juez no iba a atenderla; sin embargo, 
ahora con esta tecnología, al poner el dedo se puede saber si, además de haber cometido la falta, la 
persona está requerida o tiene antecedentes. Por otro lado, a partir del tercer o cuarto operativo, la 
gente que vive en esas zonas no ha mostrado una resistencia tan fuerte como en los anteriores y cayó 
la cantidad de gente que se quería detener. En el último, que se llevó adelante hace dos o tres días, se 
detuvo a siete personas, seis de las cuales fueron procesadas esa misma noche y el séptimo, que 
estaba requerido en Paysandú, fue enviado a ese departamento y suponemos que fue procesado allí. 
Asimismo, en Canelones se encontró una carnicería clandestina en la que tenían una vaca viva, por lo 
que también es importante contar con estos elementos para la lucha contra el abigeato. 


Reitero que vamos a continuar con estos procedimientos. Como también dijo el Inspector 
Guarteche, se ha planteado —y solamente se hizo a medias en el primer operativo— abrir el camino para 
que entren otros organismos. Por ejemplo, en Chacarita de los Padres, se planteó que a los quince 
días del operativo se iniciara una campaña de vacunación, que el PIAl construyera un salón para que 
los médicos atendieran una vez por semana y que se canalizara un arroyo que se desbordaba. Creo 
que por ahora solamente se realizó la campaña de vacunación y, como eso es algo que está un poco 
lento, el Subsecretario se incorporó al Gabinete Social con el objetivo de impulsar desde allí el 
acompañamiento posterior de los organismos del Estado. Desde ese marco, vamos a seguir adelante. 


Por otra parte, tenemos muy medida cuál es la opinión de la gente que vive en esos lugares: 
generalmente, el porcentaje de apoyo es muy alto. Solicitamos que se hiciera una encuesta y dio como 
resultado que el 82% de esa gente conoce los megaoperativos y que el 86% los apoya. Más allá de si 
los apoyan o no, es un elemento que nos permite evaluar lo que se nos dice en cuanto a que la medida 
no tiene apoyo porque la gente vive allí. La verdad es que lo ven como un apoyo porque los están 
robando, al igual que a los trabajadores, los estudiantes, los comerciantes, etcétera. Insisto en que, por 
esa razón, vamos a seguir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior, del Subsecretario y 
de sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 31 minutos) 
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